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je del Metro, suscrita por el diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. Se turna a la Tercera Comisión
de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMPAÑA DE DIFUSION Y DIVULGACION DE LOS DERECHOS DE 
LOS CONSUMIDORES Y DE LAS VIOLACIONES E INFRACCIONES 
CONTENIDAS EN LA LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la Profeco a
aumentar la cobertura de la campaña de difusión y divulgación de los derechos de
los consumidores y de las violaciones e infracciones contenidas en la Ley Federal
de Protección al Consumidor, suscrita por el senador Ángel Benjamín Robles
Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se
turna a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DEFICIENCIAS DEL SERVICIO PROPORCIONADO POR LA AEROLINEA
VOLARIS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profeco a atender las
quejas presentadas por las deficiencias del servicio proporcionado por la aerolínea
Volaris, suscrita por el diputado David Pérez Tejada Padilla, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México. Se turna a la Tercera Comisión de
Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CASO DE LA JOVEN YAKIRI RUBI

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJDF a resolver con
estricta sujeción a la ley el caso de la joven Yakiri Rubí; y al Instituto de las Mu-
jeres en el DF, a colaborar durante el proceso y después de él, suscrita por los di-
putados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamenta-
rio Movimiento Ciudadano. Se turna a la Primera Comisión de Trabajo. . . . . . . 

DERECHOS DE LOS MIGRANTES MEXICANOS Y EXTRANJEROS QUE
TRANSITEN POR TERRITORIO NACIONAL EN LAS FIESTAS DE FIN DE
AÑO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares del INM y
de la Segob a vigilar por la Comisión Nacional de Seguridad el pleno respeto de
los derechos de los migrantes mexicanos y extranjeros que transiten por territorio
nacional en las fiestas de fin de año, suscrita por los diputados Juan Isidro del Bos-
que Márquez y Raymundo King de la Rosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. Se turna a la Primera Comisión de Trabajo. . . . . . 

ACTIVIDADES PRODUCTIVAS EN LA ZONA DE 
LA RESERVA DE LA BIOSFERA ALTO GOLFO 
DE CALIFORNIA Y DELTA DEL RIO COLORADO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa, a la Cona-
pesca, a la CDI y al Inapesca a consultar al pueblo cucapá sobre los aprovecha-

21

22

24

25

26



Año II, Primer Receso, 18 de diciembre de 2013 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados4

mientos pesqueros y acuícolas, y las actividades productivas en la zona de la re-
serva de la biosfera Alto Golfo de California y Delta del Río Colorado, suscrita
por el diputado Carlos de Jesús Alejandro, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . 

PRESTAMO OTORGADO POR EL BANCO MUNDIAL
EN MATERIA EDUCATIVA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP a difundir la
información referente al préstamo otorgado por el Banco Mundial en materia edu-
cativa, suscrita por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávi-
la, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Tercera Comi-
sión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRABAJADORES DE DIVERSAS EMPRESAS DE AUTOTRANSPORTE

Proposición con punto de acuerdo, relativo a la situación que enfrentan los traba-
jadores de diversas empresas de autotransporte, suscrita por las senadoras Lorena
Cuéllar Cisneros y Dolores Padierna Luna, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. . . . . . . . 

CONSULTAR A LOS PUEBLOS INDIGENAS DE LA ENTIDAD SOBRE LOS
MEGAPROYECTOS EOLICOS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los gobiernos federal y
de Baja California a consultar a los pueblos indígenas de la entidad sobre los me-
gaproyectos eólicos, suscrita por el diputado Carlos de Jesús Alejandro, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Tercera
Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

2014 COMO AÑO DE PROTECCION DE LOS DATOS PERSONALES

Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a los Poderes Ejecutivo,
Legislativo y Judicial que declaren 2014 como Año de Protección de los Datos
Personales, suscrita por las senadoras Lorena Cuéllar Cisneros y Dolores Padier-
na Luna, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se
turna a la Primera Comisión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OFICINAS DE ATENCION DE LOS PUEBLOS INDIGENAS EN LAS 
CIUDADES DE LOS ESTADOS FRONTERIZOS DEL NORTE DEL PAIS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CDI a situar oficinas
de atención de los pueblos indígenas en las ciudades de los estados fronterizos del
norte del país, suscrita por el diputado Carlos de Jesús Alejandro, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Primera Co-
misión de Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

28

30

32

34

37

39



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 18 de diciembre de 2013 / Anexo5

VIOLACION DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS HABITANTES DE
ATEMPA, EN CALNALI, HIDALGO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CNDH a investigar
la presunta violación de los derechos humanos de los habitantes de Atempa, en
Calnali, Hidalgo, suscrita por el senador Isidro Pedraza Chávez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. Se turna a la Primera Comi-
sión de Trabajo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEGISLADORES QUE PARTICIPARON EN ANEXO.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

43

45



Año II, Primer Receso, 18 de diciembre de 2013 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados6



* INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Comisión Permanente, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del miércoles 18 de diciembre de 2013, que
no alcanzaron a ser abordadas 

Se informa a la Comisión Permanente los turnos dictados a
las iniciativas con proyecto de decreto y a las proposicio-
nes con punto de acuerdo, registradas en el orden del día
del 18 de diciembre de 2013 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2013.— Dipu-
tado Ricardo Anaya Cortés (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Social, suscrita por las diputadas
Frine Soraya Córdova Morán y Regina Vázquez Saut, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social de la Cámara de
Diputados, para dictamen. 

2. Que reforma los artículos 36 de la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación y 228 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, suscrita por el diputado
José Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática y por diputados inte-
grantes de la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Supe-
rior de la Federación. 

Turno: Comisiones Unidas de Transparencia y Antico-
rrupción y de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias de la Cámara de Diputados, para dictamen. 

3. Que reforma el artículo 420 Bis del Código Penal Fede-
ral, suscrita por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ri-
cardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movimien-
to Ciudadano. 

Turno:: Comisión de Justicia de la Cámara de Diputa-
dos, para dictamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la Profeco a tomar medidas para prevenir y sancionar la
venta de productos navideños de procedencia ilícita, sus-
crito por los diputados Laura Guadalupe Vargas Vargas,
Enrique Cárdenas del Avellano y Celia Isabel Gauna Ruiz
de León, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al presiden-
te de la República a ratificar el tercer protocolo facultativo
de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a
los procedimientos de comunicación, suscrito por la dipu-
tada Verónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno:Segunda Comisión de Trabajo. 

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud a realizar una campaña informativa y de con-
cienciación sobre la prevención y atención de la enferme-
dad de Chagas, suscrito por el diputado Mario Francisco
Guillén Guillén, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al jefe del
gobierno y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal a
revisar el aumento del precio del pasaje del Metro, suscri-
to por el diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Gue-
vara, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la Profeco a aumentar la cobertura de la campaña de difu-
sión y divulgación de los derechos de los consumidores y
de las violaciones e infracciones contenidas en la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor, suscrito por el senador
Ángel Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 
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6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profe-
co a atender las quejas presentadas por las deficiencias del
servicio proporcionado por la aerolínea Volaris, suscrito
por el diputado David Pérez Tejada Padilla, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJDF
a resolver con estricta sujeción a la ley el caso de la joven
Yakiri Rubí; y al Instituto de las Mujeres en el DF, a cola-
borar durante el proceso y después de él, suscrito por los
diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávi-
la, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titula-
res del INM y de la Segob a vigilar por la Comisión Na-
cional de Seguridad el pleno respeto de los derechos de los
migrantes mexicanos y extranjeros que transiten por terri-
torio nacional en las fiestas de fin de año, suscrito por los
diputados Juan Isidro Del Bosque Márquez y Raymundo
King De la Rosa, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagar-
pa, a la Conapesca, a la CDI y al Inapesca a consultar al
pueblo cucapá sobre los aprovechamientos pesqueros y
acuícolas, y las actividades productivas en la zona de la re-
serva de la biosfera Alto Golfo de California y Delta del
Río Colorado, suscrito por el diputado Carlos de Jesús Ale-
jandro, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
a difundir la información referente al préstamo otorgado
por el Banco Mundial en materia educativa, suscrito por
los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal
Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

11. Con punto de acuerdo, relativo a la situación que en-
frentan los trabajadores de diversas empresas de autotrans-

porte, suscrito por las senadoras Lorena Cuéllar Cisneros y
Dolores Padierna Luna, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los go-
biernos federal y de Baja California a consultar a los pue-
blos indígenas de la entidad sobre los megaproyectos eóli-
cos, suscrito por el diputado Carlos de Jesús Alejandro, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Tercera Comisión de Trabajo. 

13. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a los Po-
deres Ejecutivo, Legislativo y Judicial que declaren 2014
como Año de Protección de los Datos Personales, suscrito
por las senadoras Lorena Cuéllar Cisneros y Dolores Pa-
dierna Luna, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CDI a
situar oficinas de atención de los pueblos indígenas en las
ciudades de los estados fronterizos del norte del país, sus-
crito por el diputado Carlos de Jesús Alejandro, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo. 

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CNDH
a investigar la presunta violación de los derechos humanos
de los habitantes de Atempa, en Calnali, Hidalgo, suscrito
por el senador Isidro Pedraza Chávez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Primera Comisión de Trabajo.»



LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Desarrollo Social, suscrita por las di-
putadas Frine Soraya Córdova Morán y Regina Vázquez
Saut, del Grupo Parlamentario del PRI

Las suscritas, diputadas Friné Soraya Córdova Morán y
Regina Vázquez Saut, integrantes del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional en la LXII Legisla-
tura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en los dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como los artículos 6o., 77 y demás relativos del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, sometemos a consideración
del pleno la presente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma diversos artículos de la Ley General de Desarrollo
Social, para establecer con claridad la posibilidad de partici-
pación de las organizaciones sociales en la planeación, dise-
ño, ejecución y evaluación de los programas y políticas pú-
blicas de desarrollo social, con base en la siguiente.

Exposición de Motivos

El objetivo de esta iniciativa con proyecto de decreto es es-
tablecer y fijar con claridad la posibilidad, ya contenida en
la Ley General de Desarrollo Social, de que las organiza-
ciones sociales participen en la planeación, diseño, ejecu-
ción y evaluación de los programas y políticas públicas de
Desarrollo Social.

La diferencia entre políticas públicas y políticas de gobier-
no, que pareciera ser simplemente de retórica y su acepta-
ción se usa indistintamente, en realidad entraña una mayor
responsabilidad e involucramiento de la sociedad civil en
las acciones de la administración pública.

En las políticas públicas se toma en cuenta a la sociedad,
para saber cuáles son sus necesidades, problemas y las so-
luciones que la experiencia misma les señala que son co-
rrectas.

Las políticas de gobierno debemos entenderlas como deci-
siones que se toman desde una responsabilidad administra-
tiva y que buscan soluciones sin atender a las personas in-
volucradas.

Las políticas públicas, con el consenso de los involucrados,
gobiernos y sociedad civil, bien ejecutadas llegan a con-
vertirse en políticas de Estado exitosas.

Sobre políticas públicas tenemos recientemente el ejemplo
del decreto del Presidente de la República, Enrique Peña
Nieto, por el que se establece el Sistema Nacional para la
Cruzada contra el Hambre, que si bien nace como una po-
lítica de gobierno, contempla la realización de foros en los
que se escucho a la sociedad civil y a especialistas, convir-
tiéndose así en una política pública y de Estado, cuando es-
ta, está siendo ejecutada.

La legítima participación de las organizaciones sociales,
conlleva asimismo una mayor posibilidad de éxito y el in-
volucramiento de los ciudadanos en su obtención.

Su opinión y aportaciones en las políticas públicas de Desa-
rrollo Social son cada vez más frecuentes en países de Lati-
noamérica y Europa, en donde ya no solo se limitan a un rol
de evaluación, sino también de diseño y ejecución de éstas.

La organizaciones sociales son “la principal fuente de in-
formación acerca de la efectividad de las políticas y pro-
gramas públicos, insumo indispensable aunque no sufi-
ciente en la toma de decisiones”, describe el investigador
chileno Sebastián Galiani, del Departamento de Economía
de la Washington University, en su análisis “Políticas so-
ciales: instituciones, información y conocimiento”.

Asimismo, las organizaciones sociales en nuestro país, han
ido desarrollando con los años experiencia que debe ser
aprovechada.

En lo que se refiere a la Ley General de Desarrollo Social
de nuestro país, en este aspecto en su creación y luego en
su publicación en el Diario Oficial de la Federación, el 20
de enero de 2004, dejó espacios para la interpretación y la
ambigüedad, en su utilización de los términos “grupo so-
cial” y “organización social”.

El primer concepto puede ubicarse como un conglomerado
de individuos con características afines, que pueden ser
geográficas, de edad, de necesidades; por ejemplo.

El segundo, debe referirse específicamente a un grupo so-
cial organizado.

De hecho, la Ley misma lo contempla de esta manera en su
fracción IX, del artículo 5o., el que define a las organiza-
ciones, como “agrupaciones civiles y sociales, legalmente
constituidas, en las que participan personas o grupos socia-
les con el propósito de realizar actividades relacionadas
con el desarrollo social”.
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Sin embargo, en distintos apartados, en otros artículos, la
Ley General de Desarrollo Social no especifica el legítimo
derecho de participación de las organizaciones, pues en al-
gunos de ellos lo establece sólo como “personas” o “gru-
pos sociales”, dejando espacio a la interpretación que pue-
de derivar en la exclusión de “agrupaciones civiles y
sociales, legalmente constituidas”, es decir, organizaciones
sociales como marca el espíritu de la legislación.

Cabe señalar que la omisión del concepto de organización
de algunos artículos, en cambio, no se da en otros, en los
que sí establece éste con claridad.

De esta manera, la iniciativa tiene como objetivo aclarar y
afianzar la legitimidad y legalidad de las organizaciones
sociales a participar en la planeación, diseño, ejecución y
evaluación de los programas y políticas públicas de Desa-
rrollo Social.

Las reformas propuestas conllevan, aparentemente, un sen-
cillo cambio en la redacción de algunos artículos, la inclu-
sión de una palabra, pero entraña la legitimidad y legali-
dad, como sujetos beneficiados y de participación, de estas
organizaciones.

Es menester la obligatoriedad de las intervenciones de las
organizaciones sociales en el plan de la política nacional de
desarrollo social, es decir, la naturaleza de esta iniciativa es
impulsar a que sean consideradas las organizaciones socia-
les para la planeación y estructuración de la política nacio-
nal de desarrollo social, debido a esto  es necesario que se
realicen las modificaciones necesarias para que la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, no solo considere a las organi-
zaciones ya que al mencionar únicamente pueden ser “con-
sideradas”, deja a criterio de la autoridad correspondiente
tomarlas en cuenta o no para la planeación y estructuración
del plan; dejando así la ley sin ningún cambio radical que
ayude directamente a las Organizaciones Sociales para que
se vean inmiscuidas directamente en la política de Desa-
rrollo Social.

En razón de los motivos expresados se propone la reforma
a los artículos relativos a los criterios tomados en conside-
ración para la formación de las políticas y planes de Desa-
rrollo Social Nacional; logrando con ello que las organiza-
ciones sociales intervengan en la formación de estos planes
nacionales, esto por la naturaleza de las organizaciones so-
ciales que tienen un contacto directo con las problemáticas,
sus aportaciones, intervenciones y recomendaciones, están

enfocadas verdaderamente a las necesidades sociales, lo-
grando tener una dualidad en estudios de investigación te-
órico- prácticos; obteniendo así, la creación de una política
social más eficiente y con objetividad.

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 3o., fracción III; 5o.,
fracciones I y VI; 8o., 9o., 13, 34, 38, fracciones II y IV,
56, fracción II, 62 y 68 de la Ley General De Desarrollo
Social

A cargo de la diputada Friné Soraya Córdova Morán, del
Grupo Parlamentario del PRI.

Primero. Se reforma el artículo 3o., fracción III, de la Ley
General de Desarrollo Social para quedar como sigue:

Artículo 3. La Política de Desarrollo Social se sujetará a
los siguientes principios:

I. y II. …

III. Solidaridad: Colaboración entre personas, grupos y
organizaciones sociales y órdenes de gobierno, de ma-
nera corresponsable para el mejoramiento de la calidad
de vida de la sociedad;

Segundo: Se reforma el artículo 5o. fracciones I y VI de la
Ley General de Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. Beneficiarios: Aquellas personas u organizaciones
sociales que forman parte de la población atendida por
los programas de desarrollo social que cumplen los re-
quisitos de la normatividad correspondiente;

II. a V.…

VI. Grupos u organizaciones sociales en situación de
vulnerabilidad: Aquellos núcleos de población y perso-
nas que por diferentes factores o la combinación de
ellos, enfrentan situaciones de riesgo o discriminación
que les impiden alcanzar mejores niveles de vida y, por
lo tanto, requieren de la atención e inversión del Go-
bierno para lograr su bienestar;



Tercero. Se reforma el artículo 8o. de la Ley General de
Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 8. Toda persona, organización o grupo social en
situación de vulnerabilidad tiene derecho a recibir acciones
y apoyos tendientes a disminuir su desventaja.

Cuarto. Se reforma el artículo 9o. de la Ley General de
Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 9. Los municipios, los gobiernos de las entidades
federativas y el Poder Ejecutivo Federal, en sus respectivos
ámbitos, formularán y aplicarán políticas compensatorias y
asistenciales, así como oportunidades de desarrollo pro-
ductivo e ingreso en beneficio de las personas, familias, or-
ganizaciones y grupos sociales en situación de vulnerabi-
lidad, destinando los recursos presupuestales necesarios y
estableciendo metas cuantificables.

Quinto. Se reforma el artículo 13 de la Ley General de De-
sarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 13. La planeación del desarrollo social incluirá
los dictámenes, resoluciones y recomendaciones de las
organizaciones sociales, programas municipales; planes
y programas estatales; programas institucionales, re-
gionales y especiales; el Programa Nacional de Desa-
rrollo Social; y el Plan Nacional de Desarrollo.

Sexto. Se reforma el artículo 34 de la Ley General de De-
sarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 34. Los municipios, los gobiernos de las entida-
des federativas y el Gobierno Federal estimularán la orga-
nización de personas, familias, organizaciones y grupos
sociales, destinando recursos públicos para promover pro-
yectos productivos; identificar oportunidades de inversión,
y brindar capacitación, asistencia técnica y asesoría para la
organización y el diseño de proyectos y apoyo legal para la
realización de estas actividades.

Séptimo. Se reforma el artículo 38, fracciones II Y IV de
la Ley General de Desarrollo Social, para quedar como si-
gue:

Artículo 38…

…” II. Establecer la colaboración entre las depen-
dencias y entidades federales en la formulación, eje-
cución e instrumentación de programas, acciones e
inversiones en materia de desarrollo social;…”

…”IV. La participación obligatoria de las personas,
familias y organizaciones sociales  y, en general, de
los sectores social y privado en el desarrollo social; 

Octavo. Se reforma el artículo 56 fracción II de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 56…

…II.” Impulsar la participación ciudadana y de las or-
ganizaciones sociales en el seguimiento, operación y
evaluación de la Política Nacional de Desarrollo So-
cial…”.

Noveno. Se reforma el artículo 62 de la Ley General de
Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 62. Las organizaciones que tengan como obje-
tivo impulsar el desarrollo social de los mexicanos de-
berán participar obligatoriamente en las acciones rela-
cionadas con el diseño, ejecución y evaluación de las
políticas, programas y acciones públicas en esta mate-
ria.

Decimo. Se reforma el artículo 68 de la Ley General de
Desarrollo Social, para quedar como sigue:

Artículo 68. La denuncia popular podrá ejercitarse por
cualquier persona u organización, bastando que se presen-
te por escrito y contenga:

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo. La Secretaría de Desarrollo Social y los gobier-
nos de las entidades federativas y municipios implementa-
rán los procedimientos pertinentes para llevar a cabo las
adecuaciones correspondientes y dar cumplimiento al ob-
jetivo de la reforma estipulada en presente decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2013.— Di-
putadas: Friné Soraya Córdova Morán, Regina Vázquez Saut (rúbri-
cas).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social de la Cá-
mara de Diputados, para dictamen. 

LEY DE FISCALIZACION Y RENDICION 
DE CUENTAS DE LA FEDERACION -  

REGLAMENTO DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma los artículos 36 de la Ley de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación y 228 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, suscrita por el
diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario
del PRD, y por integrantes de la Comisión de Vigilancia de
la Auditoría Superior de la Federación

Los diputados de la LXII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, integrantes de la Comisión de Vigilan-
cia de la Auditoría Superior de la Federación, con funda-
mento en los artículos que se mencionan en el apartado
correspondiente, ponemos a consideración de esta honora-
ble Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el primer párrafo del
artículo 36 de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación, y el numeral 1 del artículo 228
del Reglamento de la Cámara de Diputados, por lo anterior,
y a efecto de reunir los elementos exigidos por el numeral
1 del artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos de este honorable Congreso de la Unión, la iniciativa
se presenta en los siguientes términos:

I. Planteamiento del problema que la iniciativa preten-
de resolver y argumentos que la sustentan 

1. El 27 de abril de 2011 se publicó en la Gaceta del Sena-
do de la República1, el proyecto de dictamen de las Comi-
siones Unidas de Puntos Constitucionales, de Reforma del
Estado y de Estudios Legislativos con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversos artículos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de reforma política.

Este proyecto de dictamen conjuntó 21 iniciativas de dife-
rentes fechas y de senadores de diferentes grupos parla-
mentarios.

2. Tras sustanciar el procedimiento de reformas constitu-
cionales, el 9 de agosto de 2012, se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el siguiente decreto de reformas a
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

a) Se reforman el párrafo primero y la fracción II del
artículo 35; la fracción III del artículo 36; el párrafo se-
gundo del artículo 71; la fracción XXVI del artículo 73;
el párrafo cuarto de la fracción VI del artículo 74; la
fracción II del artículo 76; las fracciones IV, VI y VII
del artículo 78; el artículo 83; los párrafos primero, se-
gundo y tercero (que pasan a ser cuarto y quinto) del ar-
tículo 84; los párrafos primero, segundo y tercero del ar-
tículo 85; las fracciones II, III y IV del artículo 89; y la
fracción III de la Base Primera del Apartado C del artí-
culo 122;

b) Se adicionan las fraccionan VI, VII, VIII al artículo
35; una fracción IV y un tercer y cuarto párrafos al artí-
culo 71; una fracción XXIX-Q al artículo 73; los párra-
fos segundo y tercero, recorriéndose en su orden los
subsecuentes y un último párrafo al artículo 84; un se-
gundo y tercer párrafos al artículo 87; un octavo párra-
fo a la fracción II del artículo 116; un inciso o), reco-
rriéndose en su orden el subsecuente a la fracción V de
la Base Primera del Apartado C del artículo 122.

3. La reforma referente al párrafo cuarto de la fracción VI
del artículo 74 constitucional consistió en establecer que
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión concluirá la revisión de la Cuenta Pública a más
tardar el 31 de octubre del año siguiente al de su pre-
sentación, con base en el análisis de su contenido y en las
conclusiones técnicas del informe del resultado de la enti-
dad de fiscalización superior de la federación, a que se re-
fiere el artículo 79 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, sin menoscabo de que el trámite de
las observaciones, recomendaciones y acciones promovi-
das por la entidad de fiscalización superior de la federa-
ción, seguirá su curso en términos de los dispuesto en di-
cho artículo.

4. En el artículo segundo transitorio de dicho decreto, el
constituyente permanente estableció el plazo de un año
para que se realizaran las adecuaciones precedentes a
las leyes federales, para armonizar la reforma constitucio-
nal, en los siguientes términos:

Artículo Segundo. El Congreso de la Unión deberá ex-
pedir la legislación para hacer cumplir lo dispuesto en el



presente decreto, a más tardar en un año contado a par-
tir de la entrada en vigor del mismo.

5. En concatenación con lo anterior, el 23 de enero de 2013
esta comisión presentó la iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma los artículos 36 de la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación, y 228 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, misma que fue turnada
en Comisiones Unidas de Transparencia y Anticorrupción
y, de Régimen Reglamentos y Practicas Parlamentarias.

Mediante oficios CVASF/LXII/0380/2013 y CVASF/LXII/
0419/2013; CVASF/LXII/0381/2013 y CVASF/LXII/
0418/2013, esta Presidencia exhortó respetuosamente a los
presidentes de las Comisiones de Transparencia y Antico-
rrupción y de Régimen Reglamentos y Practicas Parlamen-
tarias, respectivamente, a efecto de que emitieran el dicta-
men respectivo.

En fecha 5 de junio de 2013 venció el plazo o prorroga pa-
ra emitir el dictamen respectivo; el día viernes 14 de junio
de 2013 en la Gaceta Parlamentaria, la Mesa Directiva hi-
zo el comunicado respectivo.

Por lo anterior, nuevamente proponemos la reforma al pri-
mer párrafo del artículo 36 de la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación, y al numeral 1 del
artículo 228 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
que son los numerales que establecen el plazo para la en-
trega del dictamen de la Cuenta Pública federal.

II. Fundamento legal de la iniciativa

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades
que, a los suscritos, en su calidad de diputados de la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión, le confieren los artí-
culos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos así como 6o., numeral 1,
fracción I, 77 numeral 1 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados.

III. Denominación del proyecto de ley

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
primer párrafo del artículo 36 de la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación, y el numeral 1 del
artículo 228 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

IV. Ordenamientos a modificar

• De la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de
la Federación, se reforma el primer párrafo de su artícu-
lo 36.

• Del Reglamento de la Cámara de Diputados, se refor-
ma el numeral 1 de su artículo 228.

V. Texto normativo propuesto

Ley actual

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación

Artículo 36. La Comisión de Presupuesto estudiará el
informe de resultado, el análisis de la comisión a que se
refiere el artículo 34 de esta ley y el contenido de la
Cuenta Pública. Asimismo, someterán a votación del
pleno el dictamen correspondiente a más tardar el 30 de
septiembre del año siguiente al de la presentación de la
Cuenta Pública.

Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo 228.

1. La revisión de la Cuenta Pública deberá concluir a
más tardar, el 30 de septiembre del año siguiente a su
presentación, por lo que la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública deberá aprobar el proyecto de dictamen
y presentarlo al pleno, para su votación y aprobación,
más tardar en esta fecha

Propuesta de reforma

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación

Artículo 36. La Comisión de Presupuesto estudiará el
informe de resultado, el análisis de la comisión a que se
refiere el artículo 34 de esta ley y el contenido de la
Cuenta Pública. Asimismo, someterán a votación del
pleno el dictamen correspondiente a más tardar el 31 de
octubre del año siguiente al de la presentación de la
Cuenta Pública
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Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo 228.

1. La revisión de la Cuenta Pública deberá concluir a
más tardar, el 31 de octubre del año siguiente a su pre-
sentación, por lo que la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública deberá aprobar el proyecto de dictamen
y presentarlo al pleno, para su votación y aprobación,
más tardar en esta fecha.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, some-
temos a consideración de esta honorable Cámara de Dipu-
tados el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el primer párrafo del ar-
tículo 36 de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación, y el numeral 1 del artículo
228 del Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo Primero. Se reforma el primer párrafo del artí-
culo 36 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas
de la Federación, para quedar como sigue:

Artículo 36. La Comisión de Presupuesto estudiará el in-
forme de resultado, el análisis de la comisión a que se re-
fiere el artículo 34 de esta ley y el contenido de la Cuenta
Pública. Asimismo, someterán a votación del pleno el dic-
tamen correspondiente a más tardar el 31 de octubre del
año siguiente al de la presentación de la Cuenta Pública.

La aprobación del dictamen no suspende el trámite de las
acciones promovidas por la Auditoría Superior de la Fede-
ración, mismas que seguirán el procedimiento previsto en
esta ley.

Artículo Segundo. Se reforma el numeral 1 del artículo
228 del Reglamento de la Cámara de Diputados, para que-
dar como sigue:

Artículo 228.

1. La revisión de la Cuenta Pública deberá concluir a más
tardar, el 31 de octubre del año siguiente a su presenta-
ción, por lo que la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica deberá aprobar el proyecto de dictamen y presentarlo
al pleno, para su votación y aprobación, más tardar en esta
fecha.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Nota:

1. Número 126.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2013.— La
Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación, di-
putados: José Luís Muñoz Soria (rúbrica), presidente; Alfa González
Magallanes (rúbrica), Kamel Athié Flores (rúbrica), Lourdes Eulalia
Quiñones Canales (rúbrica), Socorro de la Luz Quintana León, Maria-
na Dunyaska García Rojas (rúbrica), Elizabeth Oswelia Yáñez Robles
(rúbrica), Manuel Añorve Baños (rúbrica), Carlos Octavio Castellanos
Mijares (rúbrica), Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica), Lucila Garfias Gu-
tiérrez (rúbrica), Carlos Sánchez Romero (rúbrica), José Luís Márquez
Martínez (rúbrica), Javier López Zavala (rúbrica), Gerardo Xavier
Hernández Tapia (rúbrica), José Sergio Manzur Quiroga (rúbrica), Mi-
nerva Castillo Rodríguez (rúbrica), Alfredo Anaya Gudiño (rúbrica),
Elsa Patricia Araujo de la Torre (rúbrica), Leticia Sosa Govea Martha
(rúbrica), José Martín López Cisneros, Heberto Neblina Vega (rúbri-
ca), Liliana Castillo Terreros, Pedro Porras Pérez (rúbrica), Verónica
García Reyes (rúbrica), Víctor Manuel Bautista López (rúbrica), Liz-
beth Eugenia Rosas Montero (rúbrica), José Alberto Benavides Casta-
ñeda (rúbrica), Rubén Acosta Montoya (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Transparencia y
Anticorrupción y de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias de la Cámara de Diputados, para dic-
tamen. 

CODIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 420 Bis del Código Pe-
nal Federal, suscrita por los diputados Ricardo Mejía Ber-
deja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

Los proponentes Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monre-
al Ávila, diputados integrantes del Grupo Parlamentario de



Movimiento Ciudadano, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 55 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, someten a consideración del pleno
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona el artículo 420 Bis, recorriendo los subsecuentes
del Código Penal Federal, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

A lo largo de la historia se ha observado que los animales
son grandes aliados para los seres humanos, traen alegría y
compañía, así también han sido utilizados para elevar y
mejorar la salud, llegando en ocasiones a salvar vidas.

Sin embargo  a los largo de los años el ser humano se ha
dedicado a experimentar, maltratar o torturar a los anima-
les que pudieran tener bajo su resguardo o cuidado ya sea
domésticos o los que son expuestos o exhibidos.   

La crueldad hacia los animales es el tratamiento que causa
sufrimiento o daño a los mismos. La definición de sufri-
miento inaceptable varía. Algunos consideran sólo el sufri-
miento por simple crueldad a los animales, mientras que
otros incluyen el sufrimiento infligido por otras razones,
como la producción de carne, la obtención de piel, los ex-
perimentos científicos con animales y las industrias de hue-
vos. Muchas personas consideran la crueldad hacia los ani-
males como un asunto de gran importancia moral.

Los espectáculos circenses no son divertidos para los ani-
males, al contrario deben ser considerados como una forma
de maltrato hacia ellos, al padecer encierro, soledad, ham-
bre, falta de atención veterinaria llegando a los golpes
cuando no quieren actuar.

Los animales utilizados en los circos son alejados desde
pequeños de sus hábitats o comprados a traficantes, luego
son sometidos a crueles sesiones de entretenimiento en
donde se incluyen herramientas de castigo como los bull
hoocks, que son varas que terminan en un gancho, el cual
se utiliza para llamar la atención de los elefantes, golpeán-
dolos en las caras y detrás de las rodillas. El soplete tam-
bién es utilizado contra estos animales para retirar todo el
pelo duro que tienen en el lomo y cabeza (como protec-
ción), para que así el domador pueda sentarse sobre el ani-
mal sin sentirse incomodo.

Otro tipo de maltrato son las peleas de perros las cuales, se
llevan a cabo en lugares clandestinos entre dos (o más) pe-
rros, para el disfrute de los espectadores y con un propósi-
to: el juego con apuestas. Es una actividad sangrienta, pues
los perros se muerden y desgarran literalmente el pelaje,
mientras los asistentes apuestan por alguno de los animales. 

Los perros acaban heridos y en ocasiones pueden llegar a
perder la vida, razón por la cual las peleas de perros son ile-
gales en muchos países. Muchas de las veces son entrena-
dos desde cachorros con actos de crueldad hacia otros ani-
males, por ejemplo en ocasiones se los da a gatos con
escasos meses de vida con el objetivo de matarlos, así tam-
bién dentro de la alimentación se les proporciona carne
cruda; se alientan conductas de intolerancia y agresividad
que alteran y los desesperan mediante ruidos, palabras o
señas.

Llegan a ser los perros pitbull y bull terrier los que se usan
en las peleas ilegales de perros, considerándolos y estig-
matizándolos como las razas más agresivas. Cubiertos de
sangre, con los ojos desgarrados, las orejas mordidas, mo-
viéndose sobre lo que les queda de patas rotas o desgarra-
das, siguen luchando para satisfacer a amos que afirman
que los aman. Miles mueren cada año.

Otro ejemplo son los osos utilizados en espectáculos cir-
censes, a los cuales se les retira los dientes y las garras, se
les colocan bozales y la mayor  parte pasan encadenados.
Los que les produce serios ataques de ansiedad llegando a
veces a crisis de agresividad. El entretenimiento de los
osos incluye tocarlos con varas que transmiten descargas
eléctricas para obligarlos a que obedezcan y realicen  actos
“divertidos”. Con los felinos se usa el mismo tipo de vara,
además del látigo, con los primates son los golpes, para
atemorizarlos y despegue su mirada del domador.

Los animales son capaces de percibir el temor, el sufri-
miento y al tener vida no deben ser considerados como co-
sas; debemos procurar proteger y salvaguardar a los ani-
males, así como tratar de fomentar en la sociedad la
civilidad, respeto y conciencia para protegerlos. 

Por lo anterior es necesario erradicar las conductas de mal-
trato y crueldad hacia los animales de cualquier especie,
mismas que los puedan poner en peligro y llevarlos hasta
la muerte. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 18 de diciembre de 2013 / Anexo15



Año II, Primer Receso, 18 de diciembre de 2013 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados16

El propósito de la iniciativa es la necesidad de elevar la ci-
vilidad y respeto por la diversidad de la fauna existentes en
nuestro país, ya sea aquellos animales domésticos, así como
aquellos considerados exóticos y que son secuestrados de
su entorno natural, para formar parte de coleccionistas que
no cuentan con el medio ni los cuidados necesarios para su
óptimo desenvolvimiento; urge la protección y trato digno
a los animales, no debemos permitir maltratos, torturas,
mutilaciones y actos de crueldad bajo ningún motivo o pre-
texto. 

Las Leyes deben actualizarse para cubrir las necesidades
actuales, no deben verse rebasadas ante los sucesos que
afectan el entorno en que vivimos. 

Cabe recalcar que los animales además de brindar compa-
ñía brindan algunas terapias alternativas para la salud.
Unos ejemplos son: La equinoterapia, método que busca la
rehabilitación de las personas con discapacidad física, per-
mitiendo mejorar su calidad de vida por medio de la incan-
sable colaboración del caballo.

Se considera que esta terapia es capaz de conseguir nuevos
estímulos complementarios al mismo tiempo que ayuda al
paciente a experimentar la alegría cuando montan a caba-
llo, consiguiendo así mejores resultados.

Otro es la delfinoterapia es utilizada en casos de trastornos
cerebrales, motores, emocionales, síndrome de down, cán-
cer, terapias para mujeres embarazadas. Además de pade-
cimientos del sistema nervioso, cáncer, hipertensión, dro-
gas, alcohol y estrés.

Los animales forman parte de nuestro medio ambiente y
son capaces de sentir dolor en tanto que son seres vivos.
Por lo tanto se propone tipificar como delito el maltrato
animal. Se debe luchar por los  derechos de los animales,
solo así se disminuirá el número de animales que son trata-
dos cruelmente.

Fundamento legal

La presente Iniciativa se presenta con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por lo anteriormente fundado y expuesto, sometemos a la
consideración de esta honorable Cámara de Diputados el
siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona el artículo 420 Bis reco-
rriendo los subsecuentes del Código Penal Federal, al
tenor de la siguiente.

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 420 Bis reco-
rriendo los subsecuentes del Código Penal Federal, al tenor
de la siguiente.

Artículo 420 Bis. Se impondrá de 1 a 5 años de prisión,
a quien de manera intencional por omisión o negligen-
cia realice actos de maltrato y crueldad, causando le-
siones a cualquier animal o especie, y afecten de mane-
ra permanente las funciones físicas de un animal o que
pongan en riesgo su vida provocándoles la muerte. 

Además de las antes descritas en caso de que se haga
uso de métodos que provoquen un grave sufrimiento al
animal previo a su muerte, las penas aumentarán en
una mitad.  

La misma pena se impondrá a cualquier persona que
grabe, fotografié y difunda material que exhiba y lucre
con cualquier tipo de tratos crueles e inhumanos que in-
flija a los animales. 

Transitorio

Único. presente decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la Comisión Permanente, a 18 de diciembre de 2013.— (Rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Justicia de la Cámara de Di-
putados, para dictamen. 

PREVENIR Y SANCIONAR LA VENTA
DE PRODUCTOS NAVIDEÑOS DE 

PROCEDENCIA ILICITA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Profeco a tomar medidas para prevenir y
sancionar la venta de productos navideños de procedencia
ilícita, suscrita por los diputados Laura Guadalupe Vargas
Vargas, Enrique Cárdenas del Avellano y Celia Isabel Gau-
na Ruiz de León, del Grupo Parlamentario del PRI



Los que suscriben, diputados Laura Guadalupe Vargas Var-
gas y Enrique Cárdenas del Avellano, integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
de conformidad con lo previsto en por los artículos 58 y 60
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a consideración de esta hono-
rable asamblea una proposición con punto de acuerdo, con
base en la siguiente

Exposición de Motivos

La prevención y cuidado en el hogar son trascendentales
para evitar los accidentes dentro de los hogares, los cuales
pueden provocar severos daños a la salud y hasta la muer-
te no sólo de adultos, sino que, con mayor frecuencia, la de
menores de edad.

Como bien lo reflejan diversas estadísticas, el mes de di-
ciembre es uno de los meses con mayor número de acci-
dentes dentro del hogar así como de fallecimientos a causa
de los mismos. Como bien lo afirma el doctor Miguel Án-
gel Andrade Padilla, profesor del Centro de Investigación
Educativa y Formación Docente del Centro Médico Nacio-
nal “La Raza”, en esta temporada se incrementan los acci-
dentes con relación al resto del año. En los niños menores
aumenta entre 20 y 30 por ciento y la mayoría están rela-
cionados con la presencia de arbolitos navideños.1

Desgraciadamente, en diciembre y enero, el aumento de in-
cendios en el hogar aumenta exponencialmente, a causa
principalmente del gran número de luces y las fallas en el
cableado, las cuales causan los árboles navideños se incen-
dien y causen graves daños materiales y humanos.

Es en este sentido que se debe tener el cuidado pertinente
en la compra de estas luces, ya que según datos del licen-
ciado Abelardo Larios Segura, presidente del Consejo Con-
sultivo de la Conferencia Nacional de Asociaciones de Co-
merciantes de Materia y Equipo Eléctrico (Conacome),
durante la época navideña se comercializan en el país más
de 15 millones de series navideñas consideradas “pirata”,
lo cual arroja ventas por más de 400 millones de pesos,2 lo
anterior causa el incendio en un 70 por ciento de los hoga-
res, ello a causa de estas mismas series y luces “piratas”,
que carecen de toda norma oficial.

Por otra parte el licenciado Jaime Salazar Figueroa, presi-
dente de la Expo Electrónica Internacional, dio a conocer
que el total de series navideñas que comercializarán la in-

formalidad y la formalidad alcanzará las 50 millones de se-
ries luminosas, de las cuales poco más del 50 por ciento
son productos “pirata”. Asimismo, el licenciado Jaime Sa-
lazar afirmó que aunado a la “piratería” que se da en series
luminosas, también está ligado a la ilegalidad comercial la
venta de las extensiones o multi-contactos, cuyo uso au-
menta en las épocas navideñas alcanzando la piratería en
estos casos un 40 por ciento.3

Es en este sentido que los ciudadanos, por una parte, deben
de tener las precauciones necesarias en la compra de dichos
productos, los cuales deben procurar, sean de la mejor ca-
lidad y con la garantía que funcionarán adecuadamente es-
ta temporada; y por la otra parte, el deber de prevenir acci-
dentes en el hogar, colocando todo contacto o cualquier
aparato o serie que requiera energía eléctrica de manera
adecuada, bajo las reglas mínimas de protección civil, para
que con esto se eviten los accidentes e incendios en los ho-
gares.

Es responsabilidad de las instituciones gubernamentales
que todo producto que sea importado o puesto a la venta de
los consumidores cuente con las normas mínimas oficiales,
para garantizar su calidad, por lo que se torna necesaria la
ejecución de medidas tendientes a prevenir accidentes en
los hogar y pérdidas económicas incalculables a causa de
la “piratería” que tanto abunda en México.

Estas acciones por parte de diversas autoridades deben ir
encaminadas a la protección de los derechos del consumi-
dor como son el derecho a la información, a la educación,
a elegir, a la seguridad y calidad, la no discriminación,
compensación y el derecho a la protección,4 siendo el de-
recho a la seguridad y calidad uno de los más importantes,
ya que éste es el que garantiza que los bienes y servicios
que se ofrecen cumplan con las normas y disposiciones
aplicables.5

Es en este sentido que, con el fin de proteger los derechos
del consumidor y sustentar la seguridad de los ciudadanos
en esta época decembrina, se propone el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta de manera respetuosa al titular de la Pro-
curaduría Federal del Consumidor, licenciado Alfredo Cas-
tillo Cervantes, a efecto de que se tomen medidas tendien-
tes para prevenir y sancionar la venta de productos
navideños de procedencia ilícita. 
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Notas:

1 http://www.informador.com.mx/entretenimiento/2009/143367/6/na-
vidad-incrementa-30-accidentes-en-ninos.htm 27 de noviembre de
2013 18:55 horas.

2 http://www.eluniversal.com.mx/finanzas-cartera/2013/impreso/cre-
ce-venta-de-series-navidenias-8220piratas-8221-106535.html 27 de
noviembre de 2013 19:15 horas.

3 http://www.ciudadcapital.com.mx/archives/7220 27 de noviembre de
2013 19:22 horas 

4 http://www.profeco.gob.mx/saber/derechos7.asp 27 de noviembre de
2013 19:52 horas

5 http://www.profeco.gob.mx/saber/derechos7.asp 27 de noviembre de
2013 19:55 horas

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2013.— Di-
putados: Laura Guadalupe Vargas Vargas, Enrique Cárdenas del Ave-
llano (rúbricas).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. 

CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS 
DEL NIÑO, RELATIVO A LOS 

PROCEDIMIENTOS DE COMUNICACION

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al presidente de la República a ratificar el tercer protocolo
facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño,
relativo a los procedimientos de comunicación, suscrita por
la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parla-
mentario del PRD

La suscrita, diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en el artículo 78, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los artículos 58 y 59 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta a esta Comisión Permanente
del Honorable Congreso de la Unión proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Como es del conocimiento público, la Convención sobre
los Derechos del Niño fue adoptada por la Asamblea Ge-
neral de la ONU, el 20 de noviembre de 1989, en la ciudad
de Nueva York. Se le reconoce como el tratado de derechos
humanos más confirmado de la historia. Ha sido firmada
por 190 de 192 Estados, sólo Estados Unidos y Somalia la
han firmado pero no ratificado, convirtiéndose así en el
instrumento de derechos humanos más ampliamente re-
frendado en la historia de la humanidad.

La Convención sobre los Derechos del Niño consta de 54
artículos, los cuales establecen los derechos económicos,
sociales y culturales de las y los niños. Asimismo, recono-
ce que en todos los países del mundo hay niños y niñas que
viven en condiciones excepcionalmente difíciles y, que por
tanto, estos menores de edad, necesitan de especial aten-
ción. De ahí, la relevancia de la cooperación internacional
para el mejoramiento del entorno de vida de los niños, ni-
ñas y adolescentes en todos los países, particularmente de
aquellos que viven en naciones en desarrollo.

La importancia de la Convención sobre los Derechos del
Niño es que busca la construcción de nuevas perspectivas
en torno a las y los niños. Con ella, estas personas, pasan
de ser objetos de protección a sujetos de derechos.

En este sentido, las y los niños son personas en formación
y por tanto no son propiedad de sus padres ni de la perso-
na que se encuentre a su cargo, son personas con derechos
plenos y responsabilidades adaptados a la etapa de su de-
sarrollo. Al reconocer sus derechos de esta manera, la Con-
vención orienta firmemente su mandato hacia la personali-
dad integral de la o el niño. 

La convención contiene un articulado en que se establecen
cada uno de los derechos que se preservan para los niños y
las niñas. También cuenta con dos protocolos los cuales
son:

1. El Protocolo facultativo de la Convención sobre los
Derechos del Niño, relativo a la participación de niños
en conflictos armados (año 2000); y

2. El Protocolo facultativo de la Convención sobre los
Derechos del Niño, con respecto a la venta de niños, la
prostitución y la pornografía infantil (año 2000).



Los países que se encuentran adheridos a la con Conven-
ción, preocupados por que las y los niños gocen de mane-
ra plena de sus derechos han considerado la necesidad de
establecer un: Tercer Protocolo Facultativo de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, relativo al procedimien-
to de comunicación, el cual fue aprobado el 19 de noviem-
bre de 2011, por la Asamblea General de las Naciones
Unidas y entró en vigor el 28 de mayo de 2012. Hasta la el
mes de julio de 2013, 36 países han firmado y sólo 5 han
lo han ratificado (Tailandia, Gabón, Alemania, Bolivia y
España).

Este protocolo es un gran avance en el marco internacional
de los derechos humanos de las y los niños. Ya que en pri-
mer lugar, amplía y fortalece el reconocimiento de los ni-
ños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos, ya que
permite que ellos mismos y sus representantes realicen di-
rectamente denuncias ante el Comité de los Derechos del
Niño sobre violaciones a sus derechos, siempre y cuando
las instancias legales de su país se hayan agotado o que los
mecanismos regionales o nacionales sean insuficientes. El
protocolo promueve tres de los principios básicos de la
Convención: la participación infantil, el interés superior
del niño y la no discriminación.

En segundo lugar, fortalece la representación y funciones
del Comité de los Derechos del Niño y la obligación de los
Estados a tener en cuenta sus decisiones. Con este proto-
colo no será necesario esperar los 5 años de presentación
de los informes país para que el Comité de expertos dicte
recomendaciones sobre vulneraciones de los derechos del
niño, sino que a través de las quejas o denuncias recibidas
el Comité podrá emitir recomendaciones (entre las que se
incluyen rehabilitación, indemnización o peticiones para
acusar a los autores del hecho) al Estado en cualquier mo-
mento.

En tercer lugar, el protocolo cubre el vacío de protección
existente, siendo la Convención sobre los Derechos del Ni-
ño el único tratado internacional de derechos humanos que
no cuenta con un procedimiento de comunicación que ga-
rantice la exigibilidad del mismo.

Además, éste nuevo protocolo reforzará los métodos, per-
mitiendo a cada niño o niña, presentar peticiones indivi-
duales frente al Comité de los Derechos del Niño, ya que si
un menor de edad considera que sus derechos fundamenta-
les fueron violados, podrá presentar una queja ante el Co-
mité. La queja debe reunir las siguientes condiciones:

• El niño o niña y/o sus tutores debe o deben haber pre-
sentado previamente una queja ante una corte nacional.
Si la queja no fue atendida, el niño puede recurrir al
Comité.

• La queja debe presentarse ante el Comité al año si-
guiente de haber finalizado el procedimiento llevado an-
te la Corte nacional.

• La queja no puede ser anónima o sin fundamento, y no
debería constituir un abuso de derechos.

• La queja debe hacerse por escrito.

• La queja debe apegarse al procedimiento de investiga-
ción.

El procedimiento de investigación de la petición permite al
Comité tomar medidas al recibir información que seria so-
bre graves violaciones de la Convención o sus Protocolos.
Por tanto, no es necesario presentar una petición individual
o interestatal, pues este procedimiento se realiza de mane-
ra independiente. El Comité podría mandar observadores al
lugar de lo ocurrido para así verificar que la información
del informe es verídica. Este proceso es confidencial.

El tercer protocolo de la Convención, no sólo es un nuevo
instrumento jurídico que fortalecería y ampliaría la aplica-
ción, el reconocimiento, y la representación de los dere-
chos del niño, también constituye un nuevo derecho, com-
plementario a los derechos previamente reconocidos por
las Naciones Unidas para las y los niños.

De esta forma, se ofrecerá a las y los niños de manera in-
dividual, la oportunidad de presentar directamente denun-
cias sobre las violaciones de sus derechos ante el Comité
sobre los Derechos del Niño, cuando los mecanismos na-
cionales y regionales destinados a examinar estas denun-
cias no estén adaptados o sean ineficientes. Las denuncias
de las y los niños serán tratadas a través de un proceso que
estará adaptado a su situación (“la sensibilidad del niño”).

Asimismo, reafirma que las y los niños son titulares de de-
rechos y que deben ser tratados con dignidad y reconocidos
como seres humanos con capacidades en evolución y con
la habilidad para expresarse. Si un país ratifica el Protoco-
lo, se compromete a tomar todas las medidas necesarias
para garantizar que las y los niños que estén bajo su juris-
dicción, no sean objeto de ninguna violación de derechos
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humanos, malos tratos o intimidación como consecuencia
de las comunicaciones enviadas al Comité sobre los Dere-
chos del Niño.

Nuestro país es parte activa de la Convención de los Dere-
chos de la Niñez, y dado su compromiso con la niñez me-
xicana, es importante la firma del tercer protocolo, con lo
que se reitera la intención de cumplir plenamente con ellas
y ellos. Por lo tanto, es importante que el Estado Mexicano
lo suscriba y ratifique, ya que va a fortalecer y comple-
mentar los mecanismos existentes al permitir a las y los ni-
ños informar individualmente sobre las violaciones de sus
derechos humanos.

Por lo anterior, someto a su consideración la siguiente pro-
posición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al presidente de la re-
pública para que, en el ámbito de sus facultades y en los
términos de los artículos 89 y 133 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, proceda a la breve-
dad a ratificar el tercer protocolo facultativo de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, relativo a los
procedimientos de comunicación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, diciembre de 2013.—
Diputada Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica).»

Se turna a la Segunda Comisión de Trabajo. 

CAMPAÑA INFORMATIVA Y DE CONCIENCIACION
SOBRE LA PREVENCION Y ATENCION DE 

LA ENFERMEDAD DE CHAGAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Secretaría de Salud a realizar una campaña informativa
y de concienciación sobre la prevención y atención de la
enfermedad de Chagas, suscrita por el diputado Mario
Francisco Guillén Guillén, del Grupo Parlamentario del
PVEM

El que suscribe, Mario Francisco Guillén Guillén, diputado
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, de la LXII Legislatura del honorable Congreso de

la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 8o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y el artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2,
fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta honorable asamblea, el pre-
sente punto de acuerdo, al tenor de la siguientes

Consideraciones

La enfermedad de Chagas, también conocida como tripa-
nosomiasis americana, es una enfermedad parasitaria tro-
pical generalmente crónica, causada por el protozoo flage-
lado Trypanosoma cruzi; endémica de América y
atribuyéndose su distribución desde México al resto de
Sudamérica.

Dicha enfermedad es propagada por la chinche de Chagas,
misma que se localiza con mayor frecuencia en zonas con
una altura de entre 700 y 800 metros al nivel del mar; la
principal problemática es el desconocimiento de la enfer-
medad y sus síntomas, tales como problemas del corazón o
la modificación del tamaño de cualquier órgano hueco, por
lo que cuando la gente descubre que la padece ya han pa-
sado al menos unos 15 a 20 años de su contagio.

Directivos del laboratorio de biología de parásitos del De-
partamento de Microbiología y Parasitología de la Facultad
de Medicina de la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico (UNAM), indicaron que la enfermedad de Chagas se
adquiere por dos vías; la primera, a través del contacto con
las heces del animal, y la segunda por la transfusión de san-
gre de una persona infectada; así también señalaron que en
nuestro país se tienen identificados 13 triatominos que
transmiten su enfermedad al humano, de los cuales dos vi-
ven al interior de los domicilios.

Actualmente se estima que son infectadas en el Continente
Americano entre 15 y 17 millones de personas cada año, de
las cuales mueren aproximadamente unas 50 mil, dicha
afección tiene mayor prevalencia en las regiones rurales  de
América Latina.

Por lo que hace a México, cifras señalan que al menos un
millón de personas padecen esta enfermedad, según datos
de la UNAM, refieren que cada año se infectan más de 200
mil mexicanos, de los cuales la gran mayoría son adultos
de entre 25 y 44 años.

De 1990 a 2011, los estados con mayor incidencia fueron
Yucatán con 166 casos, Veracruz con 151, Oaxaca con 87,



Chiapas 75, estado de México 44, Tamaulipas 43, Michoa-
cán 33, Morelos 32, Jalisco 32 y Sinaloa con 15; tan sólo
en 2006 se reportaron 37 decesos.

Hasta el momento se ha dificultado el tratamiento de esta
enfermedad, por lo que autoridades de Salud Personal de la
Organización Mundial de la Salud y otras organizaciones,
acordaron iniciar un programa de control de la enfermedad
de Chagas en México y de la chinche de Chagas, princi-
palmente en el sur del país, donde abunda el insecto.

Estos trabajos de investigación están siendo aplicados en
los estados de la zona sur del país, es decir: Chiapas, Oa-
xaca, Tabasco, Veracruz y en la península de Yucatán; ini-
ciando con niños menores de cinco años para que en ellos
se vea si hay infección o no, qué cantidad y qué porcenta-
je la padecen.

Reconocida por la Organización Mundial de la Salud como
una de las 13 enfermedades tropicales más desatendidas
del mundo, y por la Organización Panamericana de la Sa-
lud [como una enfermedad de la pobreza, la enfermedad de
Chagas es un grave problema social y económico en mu-
chos países de América Latina, por lo que requiere de la
unión de muchos esfuerzos para su tratamiento y erradica-
ción.

Por lo anterior, someto a la consideración de esta soberanía
la siguiente propuesta con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión respetuosamente exhorta a la Secretaría de Salud a
fin de que realice una campaña informativa y de concienti-
zación respecto a la prevención y atención de la enferme-
dad de Chagas.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión respetuosamente exhorta a la Secretaría de Salud a
participar y colaborar en la integración del Programa de
control de la enfermedad de Chagas en México y de la
chinche de Chagas, principalmente en el sur del país, enca-
bezado por autoridades de Salud Personal de la Organiza-
ción Mundial de la Salud.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2013.— Dipu-
tado Mario Francisco Guillén Guillén (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

AUMENTO DEL PRECIO DEL PASAJE DEL METRO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al jefe del gobierno y a la Asamblea Legislativa del Distri-
to Federal a revisar el aumento del precio del pasaje del
Metro, suscrita por el diputado Manuel Rafael Huerta La-
drón de Guevara, del Grupo Parlamentario del PT

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXII Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta
proposición con puntos de acuerdo, de urgente resolución,
relativos al acuerdo del gobierno del Distrito Federal por el
que determina el aumento de precio del pasaje del Sistema
de Transporte Colectivo (STC-Metro) de la Ciudad de Mé-
xico, al tenor de la siguientes

Consideraciones

El Metro constituye el eje de la movilidad de las personas
en la Ciudad de México. Su red comprende 11 líneas, que
se extienden en 201 mil 388 kilómetros, distribuidos de
acuerdo con su funcionamiento en 113 mil 297 kilómetros
subterráneos, 61 mil 553 kilómetros en superficie y 18 mil
553 kilómetros elevados.

En abril de 2012 contaba con 390 trenes asignados (321
neumáticos y 69 férreos). Para proporcionar el servicio a
los usuarios en horas pico se tiene un polígono de opera-
ción de 282 trenes; los 108 restantes se distribuyen en man-
tenimiento sistemático, mantenimiento mayor, rehabilita-
ción, proyectos especiales y reserva. La afluencia de julio
a septiembre de 2013 fue de 430 millones 282 mil 311 pa-
sajeros.

Es importante destacar las cifras que el mismo sistema de
la operación de esta modalidad de transporte proporciona
respecto a 2012: pasajeros transportados, mil 608 millones
865 mil 177 usuarios; accesos de cortesía otorgados, 151
millones 478 mil 647; energía consumida (estimada), 823
millones 442 mil 595 kilovatios; kilómetros recorridos, 42
millones 87 mil 784.92; servicio, 365 días del año.

El costo del boleto del Metro de la Ciudad de México es de
los más bajos del mundo. Con la aprobación del aumento
de 1 peso, del 2 de enero de 2010 a la fecha el precio es de
3 pesos.
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A mediados de noviembre de 2013, el gobierno de la Ciu-
dad de México señaló que de entrar en vigor un nuevo in-
cremento, se obtendrían 3 mil millones de pesos, que se
destinarían a mejorar la infraestructura y dar mantenimien-
to a las líneas del STC.

El 29 y 30 de noviembre, y 1 de diciembre se llevó a cabo
una consulta pública para preguntar a los usuarios sobre el
aumento de la tarifa. La encuesta fue aplicada en los ande-
nes de las 12 Líneas del STC por las empresas Consulta
Mitofsky, Covarrubias y Asociados y Parametría, de forma
simultánea. Se realizó entre 7 mil 200 usuarios de entre 15
y 59 años de edad, elegidos por el encuestador mediante un
procedimiento aleatorio, aunque debían vivir en el Distrito
Federal o el estado de México para ser consultados.

Las tres casas consultoras dieron a conocer sus resultados
luego de realizar, cada una, 2 mil 400 entrevistas a usua-
rios: Parametría obtuvo 53.3 por ciento a favor y 46.6 en
contra; Encuesta Mitofsky, 56.2 al Sí y 43.8 al No; y, por
último, Covarrubias y Asociados, 57.6 aprobatorio y 42.4
en contra.

El 6 de diciembre de 2013, el director general del STC, Jo-
el Ortega Cuevas, anunció que a partir del 13 de diciembre
el boleto pasaría de 3 a 5 pesos. Señaló que 55.7 por cien-
to de los usuarios consultados para saber si se aprobaba o
no el aumento de 2 pesos de la tarifa actual dijo sí, y ésta
se aplicaría a partir del 13 de diciembre de 2013.

El 7 de diciembre de 2013 se publicó en la Gaceta Oficial
del Distrito Federal el acuerdo por el que se emite resolu-
ción que determina el importe de la tarifa aplicable al STC,
suscrita por el jefe del gobierno de la Ciudad de México,
Miguel Ángel Mancera Espinosa; y el secretario de Trans-
portes y Vialidad, Rufino León Tovar, donde se determina
que la tarifa será de 5 pesos por viaje a partir del 13 de di-
ciembre de 2013.

El 10 de diciembre, la presidenta del Instituto Electoral del
Distrito Federal, Diana Talavera, rechazó avalar la encues-
ta encargada por el STC a empresas privadas para determi-
nar si subiría la tarifa. Aseguró que el organismo que enca-
beza observó sólo 31.56 por ciento de las encuestas
aplicadas, por lo cual no puede respaldar la metodología
usada.

Bank of America Merrill Lynch, por su jefe de economis-
tas para México, dijo que un incremento de la tarifa del
Metro del Distrito Federal de 3 a 5 pesos añadiría 15 pun-

tos base a la inflación general en la primera quincena de
enero de 2014. Agregó que la inflación alcanzaría entre 4.1
y 4.2 por ciento anual ese mes, pues ello se suma al incre-
mento de impuestos producto de la reforma fiscal.

Por lo expuesto, se presenta a la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, con carácter de urgente y obvia re-
solución, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Con pleno respeto de su autonomía, se exhorta al
gobierno del Distrito Federal a considerar la revisión del
aumento del precio del pasaje del Sistema de Transporte
Colectivo-Metro de la Ciudad de México, para revocar el
aumento determinado y evitar la afectación de la economía
de los usuarios, considerando los efectos inflacionarios que
producirá.

Segundo. Con pleno respeto de su autonomía, se exhorta a
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal a implantar
políticas de economía en el gasto público de la Ciudad de
México en el ejercicio de 2014 y se canalicen sus resulta-
dos a fortalecer el Sistema de Transporte Colectivo-Metro,
a efecto de mejorar el servicio y beneficiar a los usuarios
de la zona metropolitana del Distrito Federal y el estado de
México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2013.— Dipu-
tado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. 

CAMPAÑA DE DIFUSION Y DIVULGACION
DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES 

Y DE LAS VIOLACIONES E INFRACCIONES 
CONTENIDAS EN LA LEY FEDERAL
DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Profeco a aumentar la cobertura de la cam-
paña de difusión y divulgación de los derechos de los con-
sumidores y de las violaciones e infracciones contenidas en
la Ley Federal de Protección al Consumidor, suscrita por el
senador Ángel Benjamín Robles Montoya, del Grupo Par-
lamentario del PRD



El que suscribe, senador Ángel Benjamín Robles Montoya,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática en la LXII Legislatura del Senado de
la República, de conformidad con lo establecido por el ar-
tículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y en
los artículos 8, fracción II, y 276, numeral 1, del Regla-
mento del Senado de la República, somete a consideración
del pleno proposición con punto de acuerdo con base en los
siguientes

Antecedentes

La Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) surge
en 1976, a partir de la promulgación de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, como la institución encargada
de defender los derechos de los consumidores, prevenir
abusos y garantizar relaciones de consumo justas. De esta
manera, México se convertía en el primer país latinoameri-
cano en crear una procuraduría de defensa del consumidor,
y el segundo con una ley en la materia.

El andamiaje institucional, inaugurado con la creación de
la Profeco, ha avanzado lenta pero seguramente, aunque
aún se pueden encontrar varias deficiencias. Para 1982, la
Profeco ya contaba con 32 oficinas en las principales ciu-
dades del país. Actualmente, esta institución cuenta con un
total de 32 delegaciones y 19 subdelegaciones, represen-
tando un total de 51 oficinas en toda la república.

Los objetivos de la Profeco son los siguientes:

• Proteger los derechos del consumidor.

• Promover los derechos del consumidor.

• Fomentar una cultura de consumo inteligente.

• Procurar la equidad en las relaciones de consumo.

• Procurar la seguridad jurídica en las relaciones de con-
sumo.

• Eficientar el desempeño institucional.

Las líneas estratégicas, que la Profeco mantiene, son:

• Prevenir y corregir prácticas abusivas en las relaciones
de consumo.

• Fortalecer el poder de los consumidores brindándoles
información y asesoría.

• Desarrollar proveedores conscientes e informados pa-
ra que ejerzan sus derechos y cumplan sus obligaciones
con los consumidores.

• Incidir en la política regulatoria y mantener actualiza-
do el marco jurídico que tenga impacto en las relaciones
de consumo.

• Propiciar y vigilar el cumplimiento de la normatividad
por los proveedores.

• Procurar la solución de las diferencias entre consumi-
dores y proveedores.

• Contribuir a la reducción de los riesgos de corrupción.

• Fomentar la transparencia o eficientar las políticas de
transparencia.

• Eficientización del desempeño institucional.

Actualmente, como parte de las actividades de la Profeco
en fechas decembrinas, se está llevando a cabo el Progra-
ma Especial de Verificación y Vigilancia Fiestas Decem-
brinas 2013, con el fin de evitar que se afecten los derechos
de los consumidores.

Consideraciones

Las vacaciones decembrinas son fechas de alegría, refle-
xión y  tranquilidad. Son días donde se frecuenta a la fa-
milia, donde se hacen planes, se viaja y se visitan lugares.
La derrama económica que estos días representan para el
sector turístico nacional es mayúscula. Comercios, restau-
rantes, hoteles y demás negocios encuentran en esta tem-
porada bonanza económica, o por lo menos supervivencia
financiera. Son pues, días de suma importancia. 

Sin embargo, y muy desafortunadamente, hay comercian-
tes sin escrúpulos que se aprovechan de la buena voluntad
de los paseantes o turistas. Las prácticas abusivas de unos
cuantos prestadores de servicios, o vendedores de mercan-
cías, encuentran también, en diciembre y principios de ene-
ro, un auge significativo.

Para inhibir estas prácticas ilegales, resulta indispensable
que la Procuraduría Federal del Consumidor aumente la

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Receso, 18 de diciembre de 2013 / Anexo23



Año II, Primer Receso, 18 de diciembre de 2013 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados24

cobertura de su campaña de difusión y divulgación, infor-
mando a la ciudadanía cuáles son sus derechos como con-
sumidores, así como las violaciones e infracciones conte-
nidas en la Ley Federal de Protección al Consumidor.

De igual manera, para consolidar  un verdadero ejercicio
de transparencia y rendición de cuentas, donde se armoni-
cen esfuerzos entre los diferentes órdenes de gobierno, y
donde el Poder Legislativo pueda abonar también a este
efecto, en defensa de los consumidores del país, es impor-
tante que la Profeco remita a esta Soberanía un informe de-
tallado sobre el Programa Especial de Verificación y Vigi-
lancia Fiestas Decembrinas 2013, comprendiendo el
número total de denuncias ciudadanas a nivel nacional, así
como la cantidad de establecimientos que sean sanciona-
dos por prácticas ilegales y abusivas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta la Procuraduría Federal del Consumi-
dor a aumentar la cobertura de su campaña de difusión y
divulgación, informando a la ciudadanía cuáles son sus de-
rechos como consumidores, así como las violaciones e in-
fracciones contenidas en la Ley Federal de Protección al
Consumidor.

Segundo. Se exhorta la Procuraduría Federal del Consu-
midor a remitir a esta Soberanía un informe detallado so-
bre lo que contemplará el Programa Especial de Verifica-
ción y Vigilancia Fiestas Decembrinas 2013.

Senador Ángel Benjamín Robles Montoya (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. 

DEFICIENCIAS DEL SERVICIO PROPORCIONADO
POR LA AEROLINEA VOLARIS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Profeco a atender las quejas presentadas por las defi-
ciencias del servicio proporcionado por la aerolínea Vola-
ris, suscrita por el diputado David Pérez Tejada Padilla, del
Grupo Parlamentario del PVEM

El que suscribe, David Pérez Tejada Padilla, diputado fe-
deral del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México, de la LXII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y el artículo 79, numeral 1, fracción II, y
numeral 2, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someto a consideración de esta honorable asam-
blea, el presente punto de acuerdo, al tenor de la siguientes

Consideraciones

La calidad implícita es aquella que se espera tenga un pro-
ducto por sí mismo, entendiendo que la calidad es un pro-
ceso constante de mejora en los servicios ofrecidos por una
empresa, con el objetivo de cubrir las necesidades y ex-
pectativas del cliente. Dicho proceso se renueva constante-
mente a partir del nivel de satisfacción que los clientes de
una empresa obtienen al contratar un servicio, y para ésta
es determinante el primer contacto entre el cliente y la em-
presa.

Los avances tecnológicos en materia de comunicación vir-
tual nos permiten contactar de manera rápida y sencilla a
diversos proveedores, de manera que el uso de páginas web
se ha convertido en una herramienta de uso común, que en
teoría debería facilitar la interacción usuario-empresa. Así
mismo, se fomenta la adquisición de servicios y productos
con descuentos y trato preferencial, a condición de utilizar
opciones de pago vía internet.

Dicho lo anterior, el tema que nos ocupa es referente al
portal de atención de la aerolínea Volaris, el cual presenta
deficiencias en la expedición del boleto de abordaje, impi-
diendo a los usuarios acceder a las tarifas preferenciales de
esta aerolínea, las cuales sólo tienen efecto cuando el con-
trato entre la misma y el usuario se celebra a través del si-
tio electrónico de la empresa.

En este contexto, observamos que el correcto funciona-
miento del portal electrónico, en específico en lo concer-
niente a la impresión del boleto, es determinante para fa-
vorecer al consumidor, puesto que la publicidad de la
aerolínea mencionada invita a los usuarios a realizar la
compra de su boleto vía internet, con la finalidad de apro-
vechar los beneficios que la transacción electrónica su-
puestamente ofrece, además de las ofertas que se reali-
zan a través del programa de lealtad V Club.



En el contexto jurídico, se establece la Ley de Aviación Ci-
vil establece la importancia que el boleto tiene para el
usuario, pues además de servir como comprobante de com-
pra, también es un contrato en donde se señala la obliga-
ción que tiene el proveedor de transportar al pasajero a
cambio del pago correspondiente. En este sentido, los con-
cesionarios tienen la libertad de fijar las tarifas por los ser-
vicios que presten, de manera que se puedan generar con-
diciones satisfactorias de calidad y competitividad. Esta
libertad para fijar tarifas justas, no debe ser utilizada para
abusar de la necesidad de los usuarios que buscan obtener
un servicio acorde al contrato de compra/venta, cuyos tér-
minos aceptan al elegir la empresa de su preferencia. 

Los contratos comerciales generan tanto obligaciones co-
mo derechos, en este caso particular, derivados del pago
que realizan los usuarios de la aerolínea, pero es ésta la que
comete abusos cuando en primera instancia ofrece un ser-
vicio preferencial si la transacción se realiza vía internet,
pero que, ya sea por omisión o por problemas técnicos, re-
sulta complicado, sino imposible de llevarse a cabo, obli-
gando al usuario a realizar el pago del servicio vía telefó-
nica o de manera presencial, anulando así los beneficios
ofrecidos por la empresa. Cabe señalar que Volaris ofre-
ce el servicio de “call center” para los usuarios que no
puedan realizar su transacción debido a fallas del por-
tal de internet, pero más que una solución, esta opción
representa otro inconveniente para los clientes pues la
atención de este centro de llamadas es tardada y defi-
ciente, como lo ejemplifican los 45 minutos de espera en
la línea telefónica. 

Otra de las cuestiones que llaman la atención relacionadas
con los términos del servicio, es la falta de transparencia de
los cargos extras al consumidor, pues se sabe que existen
quejas reiteradas sobre el cobro de costos que no fueron
notificados oportunamente a los que adquirieron su boleto
vía Internet, como son cargos por maletas extra, documen-
tación temprana, cargo por emisión de boleto, reimpresión
de itinerario o de pase de abordar y exceso de dimensiones
en equipaje documentado, entre otros servicios, así como
las demoras constantes hasta por dos horas  en diversas
rutas nacionales, en muchas ocasiones de manera injus-
tificada, afectando a familias, negocios y turistas. 

Se podrá argumentar que la competencia en el mercado le
permite al usuario, optar por une mejor opción si las con-
diciones del servicio de la empresa no le satisfacen, pero
esto no libra a dicha empresa de su responsabilidad en

cuanto a las deficiencias que terminan afectando al usuario
final.

En México tenemos instancias que protegen a los ciudada-
nos de abusos cometidos por las empresas, por lo que la
competencia de libre mercado no es pretexto para no aten-
der los reclamos de los usuarios que exigen el cumpli-
miento de las condiciones ofrecidas por el prestador del
servicio.

Por lo anterior, creemos necesario pronunciarnos a favor
de la ciudadanía, en el sentido de proteger los derechos del
consumidor presentando ante esta honorable asamblea la
siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente a la Procuraduría Fe-
deral del Consumidor para que, tomando en cuenta las de-
ficiencias técnicas del servicio ofrecido por la Empresa
Concesionaria Vuela Compañía de Aviación, SAPI de CV
(‘‘Volaris’’) en su sitio virtual, y que terminan afectando a
los usuarios, realice la investigación conducente para solu-
cionar dicha problemática.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 días de diciembre
de 2013.— Diputado David Pérez Tejada Padilla (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. 

CASO DE LA JOVEN YAKIRI RUBI

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGJDF a resolver con estricta sujeción a la ley el caso de
la joven Yakiri Rubí; y al Instituto de las Mujeres en el DF,
a colaborar durante el proceso y después de él, suscrita por
los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal
Ávila, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, diputados
integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6,
fracción I, y 79, numeral 2, fracción II, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presentan ante la Comisión Per-
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manente el presente punto de acuerdo conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

El pasado 9 de diciembre, Yakiri Rubí caminaba por las ca-
lles de la colonia Doctores en el Distrito Federal cuando los
hermanos Luis Omar y Miguel Ángel Ramírez Anaya, a
bordo de una motocicleta, comenzaron a intimidarla y aco-
sarla primero con expresiones verbales y posteriormente,
haciendo uso de un cuchillo, la amagaron y subieron al ve-
hículo sin que ella pudiera hacer nada.

Los sujetos llevaron a Yakiri a un hotel llamado “Alcázar”
en donde según declaraciones de la víctima, uno de ellos
saludó familiarmente al administrador y únicamente le in-
dicó “ya sabes a donde”, sin existir registro y pago alguno
por el uso de la habitación del hotel.

Ya en la habitación, los hombres forcejearon y golpearon a
Yakiri quien posteriormente sería abusada sexualmente, en
dicho contexto la joven defendió su vida y en su intento
asesinó a uno de sus agresores, logrando así escaparse y so-
licitar ayuda.

Sin embargo, el padre de Yakiri ha denunciado en reitera-
das ocasiones las irregularidades del proceso, tales como
no permitirle a la víctima hacer llamada que por derecho
está garantizada, así el hecho de no suministrar los anti-
conceptivos pertinentes ante la presencia de una violación
sexual.

Todo esto aunado a que el sobreviviente (Luis Omar Ra-
mírez) está siendo protegido por las autoridades al ser ve-
cino inmediato de la agencia 50 del Ministerio Público, por
lo que ahora ella se encuentra acusada por homicidio y en-
frenta el proceso en el interior del penal de Santa Martha
en donde en días subsecuentes fue golpeada por una reclu-
sa quien se presentó como hermana de los sujetos y bajo el
nombre de Cassandra, razón por la cual se solicitó protec-
ción para Yakiri la cual fue otorgada.

Asimismo, el padre de Yakiri denunció que los abogados
del hotel Alcázar intentaron sobornar a la abogada que lle-
va el caso, ofreciéndole noches de hotel gratis en cualquier
destino de la República Mexicana.

Estos hechos han despertado la indignación de quienes co-
nocen a la familia de Yakiri Rubí, principalmente por la

empatía con su padre quien es profesor de baile y ha reci-
bido muestras de apoyo de quienes le conocen; a la par de
las y los usuarios de redes sociales quien usando el has-
hgtag #JusticiaParaYaki han demostrado el repudio en con-
tra de un sistema de justicia que, en reiteradas ocasiones
actúa en desapego de lo establecido en la legislación mexi-
cana y en los tratados internacionales.

Reiterando el compromiso por la igualdad y entendiendo
que el acceso de las mujeres a una impartición de justicia,
presenta mayores obstáculos por el funcionamiento del
propio sistema, por lo anterior presentamos a esta asam-
blea, con carácter de urgente y obvia resolución, la si-
guiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La honorable Comisión Permanente exhorta a la
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal a que
resuelva, con estricto apego a la ley el caso de la joven Ya-
kiri Rubí.

Segundo. La honorable Comisión Permanente exhorta al
Instituto de las Mujeres del Distrito Federal a colaborar en
el marco de sus atribuciones durante y después del proce-
so.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 18 días del mes de
diciembre de 2013.— Diputados Ricardo Mejía Berdeja, Margarita
Elena Tapia Fonllem (rúbricas).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo. 

DERECHOS DE LOS MIGRANTES 
MEXICANOS Y EXTRANJEROS QUE 

TRANSITEN POR TERRITORIO 
NACIONAL EN LAS FIESTAS DE FIN DE AÑO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares del INM y de la Segob a vigilar por la Comi-
sión Nacional de Seguridad el pleno respeto de los dere-
chos de los migrantes mexicanos y extranjeros que transi-
ten por territorio nacional en las fiestas de fin de año,
suscrita por los diputados Juan Isidro del Bosque Márquez
y Raymundo King de la Rosa, del Grupo Parlamentario del
PRI



Los suscritos, diputados Juan Isidro del Bosque Márquez y
Raymundo King de la Rosa, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional de la
LXII Legislatura en la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 58 y 60 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presentan a este pleno de la
Comisión Permanente, la siguiente proposición con punto
de acuerdo por el que, se exhorta al Instituto Nacional de
Migración y a la Secretaría de Gobernación, a través de la
Comisión Nacional de Seguridad, a vigilar el pleno respe-
to de los derechos de los migrantes mexicanos y extranje-
ros que transiten por nuestro territorio durante el periodo
vacacional de invierno diciembre de 2013-enero de 2014,
con base en las siguientes

Consideraciones

Año tras año, se observa al inicio del periodo de las fiestas
decembrina como miles de connacionales que migraron
hacia los Estados Unidos de América regresan a nuestro
país, para festejar con su familia las fiestas de fin de año.
Lamentablemente durante su traslado frecuentemente su-
fren violaciones tanto en su persona como en sus pertenen-
cias, así como su familia y acompañantes.

Resulta cotidiano escuchar que se han presentado asaltos y
violaciones en las carreteras del país, ya sea a través de ata-
ques, y falsos retenes. Por ello, es trascendental reforzar las
medidas de seguridad en toda la red carretera del país, en
las fronteras, y aeropuertos internacionales de nuestro país.

Es oportuno recordar que en 1989 se creó el Programa Pai-
sano como un instrumento para frenar los abusos tanto de
autoridades de los diversos ordenes de gobierno, como por
civiles que aprovechando la ocasión los asaltan, los extor-
sionan, así como violentan sus derechos humanos. 

Sin embargo, ante la situación que vive actualmente el país
en materia de inseguridad, se hace necesario que las auto-
ridades garanticen a los connacionales su estancia en Mé-
xico, así como, de aquellos migrantes que ingresen al terri-
torio nacional en su recorrido a sus ciudades de origen y de
regreso a Estados Unidos.

En razón al incremento en los flujos masivos de población,
es imperante establecer, enriquecer, fortalecer y reforzar
los mecanismos que garanticen el respeto y protección de
los derechos humanos de los migrantes, ya que este tema es

preponderante para la agenda de seguridad nacional, en
donde puntos como la erradicación de los altos índices de
extorsiones, abusos, violencia y corrupción ejercida por
parte de los grupos criminales y autoridades encargadas de
la atención a los migrantes y cuerpos policiales, es un asun-
to de suma importancia para la actual administración.

En días pasados se puso en marcha el Programa Paisano,
que tendrá vigencia del 1 de noviembre de 2013 al 8 de
Enero de 2014, para este fin de año se estima que serán
atendidas por el programa alrededor de 30 mil personas, de
este umbral, el gobierno del Estado de Veracruz, a través de
la Dirección General de Atención a Migrantes, aguarda la
visita de alrededor de 10 mil veracruzanos.

Hoy día, la sociedad reclama a sus representantes y gober-
nantes trabajar arduamente por la protección y seguridad
de todos, tarea que los legisladores de todos los grupos par-
lamentarios debemos asumir con responsabilidad y como
un tema de alta prioridad para la nación.

Por último, resulta importante reconocer la labor de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, ya que desde
hace varios años se une de manera activa con las autorida-
des migratorias para atender las demandas de los migrantes
a través de las acciones del Programa Paisano.

Por todo lo anterior, presento al pleno de esta Comisión
Permanente del honorable Congreso de la Unión, la si-
guiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al Instituto Nacio-
nal de Migración a reforzar sus mecanismos y medidas de
seguridad encaminados a prevenir y proteger los derechos
humanos de los migrantes mexicanos y extranjeros que
transitan en nuestro territorio para llegar a sus lugares de
origen con motivo de las fiestas de fin de año, así como, los
diversos mecanismos de denuncia. 

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión, exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Gobernación, para que a través de la Comisión Nacional de
Seguridad, fortalezca las medidas de seguridad en las ca-
rreteras, en las fronteras, en las centrales de autobuses y ae-
ropuertos internacionales con motivo de las fiestas de fin
de año.
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Tercero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Procuraduría
General de la Republica a agilizar los trámites de denun-
cias por parte de los migrantes mexicanos y extranjeros que
transitan nuestro país para llegar a sus lugares de origen,
con motivo de las fiestas de fin de año, así mismo, forta-
lezca las campañas de denuncias y difundan los sitios y
módulos disponibles para tal efecto.

México, DF, a 10 de diciembre de 2013.— Diputados: Juan Isidro del
Bosque Márquez, Raymundo King de la Rosa (rúbricas).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo. 

ACTIVIDADES PRODUCTIVAS EN LA
ZONA DE LA RESERVA DE LA BIOSFERA

ALTO GOLFO DE CALIFORNIA Y
DELTA DEL RIO COLORADO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sagarpa, a la Conapesca, a la CDI y al Inapesca a con-
sultar al pueblo cucapá sobre los aprovechamientos pes-
queros y acuícolas, y las actividades productivas en la zo-
na de la reserva de la biosfera Alto Golfo de California y
Delta del Río Colorado, suscrita por el diputado Carlos de
Jesús Alejandro, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado indígena Carlos de Jesús Alejandro,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, con fundamento en el artículo 78,
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y el artículo 58 y 59 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta a esta Comisión Permanente
del honorable Congreso de la Unión, la siguiente proposi-
ción con punto de acuerdo con carácter de urgente y obvia
resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El pueblo Cucapá, cuyo nombre en su lengua original sig-
nifica “el pueblo del río” está situado en El Mayor y Cuca-
pá Mestizo, en Mexicali, Baja California. Su presencia en
el Delta del Río Colorado tiene más de 500 años, en lo de-
nominado zona de humedales. Los primeros hombres que
llegaron a esa zona provenían de más al norte, de la región
de las grandes culturas del desierto y que fueron afectadas

por una fuerte sequía entre los años 20,000 al 15,000 A.C.
Un pueblo indígena dedicado a la pesca de las especies que
se encuentran en el río el Colorado, el Delta del mismo rio
y en el Golfo de California entre ellas la curvina golfina
(Cynoscion othonopterus).

Algunos hallazgos arqueológicos “que datan de 9,350 años
a.C. permiten establecer que los primeros pobladores de la
región del Alto Golfo de California fueron la gente San
Dieguito, antecesores de los diversos grupos como los Cu-
capá o “gente del río”, que más tarde ocuparon el delta y
las márgenes del Río Colorado y los O’odham (Pinacate-
ños y Areneños), que ocuparon la porción de dunas, bahías
y áreas del Pinacate (Sykes, 1937). A decir de Ochoa Za-
zueta (1975), entre los primeros ocupantes del delta del Río
Colorado estuvieron los Kojuna, los Cucapá y algunas ban-
das aisladas de Pai-Pai que se mantuvieron como nóma-
das”.1

La pesca es la principal actividad del pueblo Cucapá. Y en
la actualidad debido al decreto de la reserva de la biosfera,
se les ha limitado esta actividad quedando únicamente per-
mitida de manera muy reducida la pesca de la Curvina Gol-
fina, pesquería que se lleva a cabo durante los meses de fe-
brero, marzo y abril, principalmente, en cinco o seis
mareas de tres días cada una, aproximadamente. Cabe
mencionar que esta especie de curvina está sujeta un cuota
de captura de aproximadamente 2300 toneladas en total y
de este los pescadores comerciales del Golfo de Santa Cla-
ra Sonora aprovechan el 80 por ciento y el 20  por ciento
restante se autoriza pescadores de Bajo Rio, San Felipe y
Cucapás. Resultando que estos últimos tienen derecho a
pescar tan solo un 10 por ciento del total autorizado.

Esta negativa de otorgar permisos a los Cucapá a pesar de
ser los descendientes originales de los primeros pescadores
de la región, para que puedan acceder a otras pesquerías de
especies de escama, moluscos, camarón o tiburón, resulta
injusta e inequitativa ya que a otros pescadores comercia-
les que también explotan la Curvina si poseen permisos pa-
ra otras pesquerías.

Lo que implica que las familias de los pescadores Cucapá,
solo pueden trabajar tres de los doce meses del año, lo que
por el bajo volumen de pesca que les permiten les impide
vivir con una buena calidad de vida.

Cabe recordar que esta actividad pesquera, se realiza en el
Golfo de Santa Clara, en Bajo Río y en San Felipe, Baja Ca-
lifornia, lugar que fue Decretado en el año de 1993 como



Reserva de la Biósfera del Alto Golfo de California y Del-
ta del Río Colorado.

Acto administrativo que afecto los derechos colectivos del
pueblo Cucapá y que por derecho y obligación del Estado
tuvo que haber consultado a los Cucapás, cuestión que no
se hizo siendo que esta medida afectó de forma directa la
vida, las tradiciones y las actividades productivas del pue-
blo Cucapá.

De forma tal que los habitantes originales de esta zona han
resultado afectados fuertemente en sus expectativas de de-
sarrollo y de acceder una buena calidad de vida porque di-
versas actividades de carácter productivo o de desarrollo de
infraestructura han quedado prohibidas, limitadas o condi-
cionadas y entre estas la pesca de una de las especies co-
merciales de mayor valor en el mercado: La Curvina Gol-
fina. Y a pesar de esta afectación no se han implementado
ni financiado medidas compensatorias o alternativas de ac-
tividades sustentables compatibles con los planes de mane-
jo de la reserva en mención.

En este sentido es importante señalar que en al año de 2005
se publicó en el DOF la Norma Oficial Mexicana NOM-
063-PESC-2005, Pesca responsable de curvina golfina
(Cynoscion othonopterus) en aguas de jurisdicción federal
del Alto Golfo de California y Delta del Río Colorado; en
el año 2007 se presentó el Programa de Conservación y
Manejo de la Reserva de la Biosfera Alto Golfo de Cali-
fornia y Delta del Río Colorado; asimismo, en el año de
2012 se publicó el Decreto mediante el cual la Sagarpa dio
a conocer el nuevo Plan de Manejo de la Reserva y en el
año 2013 se publicó Acuerdo por el que se establece la cuo-
ta de captura para el aprovechamiento de la curvina golfi-
na (Cynoscion athonopterus), en aguas de jurisdicción fe-
deral del Alto Golfo de California y Delta del Río Colorado
para la temporada 2012-2013: Ante estos actos administra-
tivos el Estado tampoco realizó la consulta, bajo el princi-
pio de consentimiento, libre, previo e informado, al pueblo
Cucapá, a fin de llegar a un acuerdo porque con estas me-
didas administrativas le son restringidas sus actividades
milenarias de pesca.

Ante estas situaciones la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (CNDH), emitió la Recomendación
8/20022 a favor del derecho a la pesca del pueblo indígena
Cucapá, dirigida “al Secretario de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, y al Secretario de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, por actos violato-
rios a los Derechos Humanos de los habitantes de la comu-

nidad indígena Cucapá, a quienes, no obstante que subsis-
ten básicamente de la caza y de la pesca, les han sido res-
tringidas sus actividades pesqueras, sin establecerse alter-
nativas viables para su desarrollo”.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
es muy clara sobre el reconocimiento de los derechos de
los pueblos indígenas, sobre todo, el derecho a la consulta
estipulado en la fracción IX del Apartado B del artículo 2o.
constitucional, así como lo establecido en los artículos 6.1,
7, 15, 15.2 y 16.2 del Convenio 169 de la OIT, ratificado
por el Estado mexicano el 05 de septiembre de 1990; así
como en los artículos 10, 19, 23, 27, 29, 30 y 32.2 de la De-
claración de los Derechos de los Pueblos Indígenas de las
Naciones; en el principio “Participación, Consulta y Con-
sentimiento frente a cualquier acción que los afecte” del
Protocolo de Actuación para quienes imparten justicia en
casos que involucren derechos de personas, comunidades y
pueblos indígenas; y en el Informe del Relator Especial so-
bre la situación de los derechos humanos y las libertades
fundamentales de los indígenas, James Anaya, A/65/264,
2010, donde se establece que “es obligación de los Estados
consultar con los pueblos indígenas, de buena fe y con el
objetivo de llegar a un acuerdo u obtener su consentimien-
to sobre asuntos que les afecte en distintos contextos”.

Es por ello que cuando una ley o acto administrativo que se
realice por el Estado y que afecte la vida de los indígenas,
debe existir una consulta con consentimiento, libre previo
e informado, a fin de evitar la vulneración de sus derechos
colectivos. Es el caso específico del acto administrativo de
la cuota de captura para el aprovechamiento de la curvina
golfina (Cynoscion othonopterus), en aguas de jurisdicción
federal del Alto Golfo de California y Delta del Río Colo-
rado, ante ello, el Estado a través de sus instituciones de la
administración pública federal debe de cumplir con lo esta-
blecido con el derecho a la consulta para el pueblo Cucapá.

La consulta a pueblos indígenas es muy diferente a una
consulta pública. La consulta a pueblos indígenas, de
acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Interamericana
de Derechos Humanos, se establece porque el Estado tiene
la obligación de consultar activamente a la comunidad ga-
rantizando la participación efectiva del pueblo indígena to-
mando en cuenta sus costumbres y tradiciones.

Las consultas deben ser “previas (antes de aprobar la ley, la
medida administrativa, el plan de desarrollo o el proyecto
de exploración o explotación), libres (sin presiones o con-
dicionamientos), e informadas (sobre las consecuencias del
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proyecto, plan, ley o medida); se deben hacer mediante
procedimientos culturalmente adecuados, es decir, de con-
formidad con sus propias tradiciones y a través de sus ins-
tituciones representativas. Asimismo, la consulta debe de
hacerse de buena fe y con el objetivo de obtener el consen-
timiento libre, previo e informado por parte de las comuni-
dades indígenas”.3

Aunado a lo anterior, el Estado requiere “aceptar y brindar
información; entablar una comunicación constante; las
consultas deben de efectuarse de buena fe; con procedi-
mientos culturalmente adecuados; a fin de llegar un acuer-
do. Asimismo, se debe de consultar con el pueblo indígena
de conformidad con sus propias tradiciones”.

Por todo lo expuesto y fundado, someto a consideración de
esta soberanía con el carácter de urgente y obvia resolu-
ción, la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación, a la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, a
la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas y al Instituto Nacional de Pesca para que se con-
sulte, bajo el principio del consentimiento, libre, previo e
informado, al pueblo Cucapá sobre la cuota de captura pa-
ra el aprovechamiento de curvina golfina (Cynoscion otho-
nopterus), en aguas de la jurisdicción federal del Alto Gol-
fo de California y Delta del Río Colorado para la
temporada 2013-2014.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaria de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación, a la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca, a
la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas y al Instituto Nacional de Pesca para que establez-
ca medidas compensatorias al pueblo Cucapá; así como
una cuota diferenciada de pesca de la Curvina Golfina
(Cynoscion othonopterus) y el otorgamiento de permisos
para otras pesquerías de escama, tiburón y camarón para
las y los Cucapás.

Tercero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Comisión pa-
ra el Diálogo con los Pueblos Indígenas de la Secretaría de
Gobernación, para que coordine conjuntamente con la Co-

misión para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) y
el pueblo Cucapá de Baja California; el diseño, implemen-
tación, ejecución y resultados de la consulta sobre los apro-
vechamientos pesqueros, acuícolas, planes de manejo y ac-
tividades productivas, compatible con los ecosistemas
protegidos por el decreto de la Reserva de la Biosfera Alto
Golfo de California y Delta el Rio Colorado, sin que se
afecte su calidad de vida.

Cuarto. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Junta de Coordi-
nación Política de la Cámara de Diputados la creación de
una comisión especial que cuente con suficiencia presu-
puestal, con recursos humanos, financieros y materiales,
para acompañar los procesos de consulta a pueblos y co-
munidades indígenas, a fin de salvaguardar a los derechos
humanos y colectivos.

Notas:

1 Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (2007), Programa
de Conservación y Manejo de la Reserva de la Biosfera Alto Golfo de
California y Delta del Río Colorado, México.

2
http://www.cndh.org.mx/sites/all/fuentes/documentos/Gacetas/151.pdf

3 María Clara Galvis, Manual para defender los derechos de los pue-
blos indígenas, Fundación para el Debido Proceso Legal, Washington,
D.C, USA, http://servindi.org/pdf/manual_derechos_indigenas.pdf

Dado en la sede de la Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, a 18 de diciembre de 2013.— Diputado Carlos de Jesús
Alejandro (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. 

PRESTAMO OTORGADO POR EL BANCO 
MUNDIAL EN MATERIA EDUCATIVA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP a difundir la información referente al préstamo
otorgado por el Banco Mundial en materia educativa, sus-
crita por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo
Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano



Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, diputados
integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6,
fracción I y 79, numeral 2, fracción II del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presentan ante la Comisión Per-
manente, el presente punto de acuerdo conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

El pasado 17 del presente mes, el Banco Mundial aprobó
para México un préstamo por la cantidad de 301 millones
de dólares, con miras de mejorar la eficiencia y calidad de
la educación superior en el país; el cual se suma a dos prés-
tamos anteriores planeados en el mismo sentido.

Según el Banco Mundial, dicho crédito permitirá tener una
cobertura de más de cuatro millones de estudiantes, asi-
mismo, 

“El proyecto apoyará acciones en tres áreas: aumentar la
flexibilidad de la educación media superior facilitando la
transferencia de estudiantes entre y dentro de los diferentes
sistemas de educación media superior en México; aumento
de la calidad de la misma, y la reducción de los costos de
oportunidad al estudiar la media superior por medio de be-
cas destinadas especialmente a personas en situación de
vulnerabilidad.”1

El mencionado préstamo, está contemplado a una tasa de
interés variable con un reembolso realizado en una sola ex-
hibición programado para noviembre de 2021.

Este es el tercer préstamo que realiza el Banco Mundial a
México con el mismo fin. Los dos anteriores fueron por
700 millones de dólares en 2013 y 300.7 millones en 2012,
respecto a este último, el Banco Mundial mencionó que su
objetivo era “apoyar los esfuerzos del gobierno por mejo-
rar el sistema de educación media superior y aumentar los
incentivos para que los estudiantes preuniversitarios se
gradúen.”2

Aunado a ello, en 2010, México había recibido otro présta-
mo “por un monto de 100 millones de dólares, (que sería)
utilizado para apoyar al Consejo Nacional de Fomento
Educativo (Conafe) en el programa de acciones compensa-
torias, a través del cual se otorgará capacitación a promo-
tores educativos, el desarrollo de nuevos materiales peda-

gógicos, mejoras en la infraestructura escolar en zonas
marginadas y en la provisión de asistencia técnica para el
fortalecimiento institucional de municipios del país, infor-
mó la Secretaría de Hacienda.”3

Asimismo, no se debe dejar sin mencionar lo que la enton-
ces directora del Banco Mundial para México y Colombia,
Gloria Grandolini, sostuvo al mencionar “que una mejor
calidad educativa genera una mayor productividad y, con-
secuentemente, mayor crecimiento económico.”

Si bien, en 2012 se aprobó la mal llamada Reforma Educa-
tiva, que no fue más que una serie de adecuaciones en el
sentido laboral, dejando de lado las principales causas que
ameritaban una reforma estructural, tales como la cobertu-
ra universal y la calidad de la educación; el gobierno fede-
ral no ha podido comprobar los resultados a corto plazo de
dichas modificaciones a la legislación.

Es así que externamos nuestra preocupación por conocer la
manera en que se destinarán los recursos otorgados por el
Banco Mundial, así como sus alcances a corto, largo y me-
diano plazo, con el objetivo de garantizar plenamente lo es-
tipulado en el artículo tercero constitucional y presentamos
a esta asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente exhorta a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público a hacer pública la información
referente al préstamo otorgado por el Banco Mundial en
materia educativa.

Notas:

1. http://m.eluniversal.com.mx/notas/cartera/2013/bm-prestamo-
973574.html

2. http://www.un.org/spanish/News/story.asp?NewsID=22942#.Ur-
CAEtLuKSo

3. http://www.jornada.unam.mx/2010/03/27/economia/020n1eco

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2013.— Dipu-
tado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. 
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TRABAJADORES DE DIVERSAS 
EMPRESAS DE AUTOTRANSPORTE

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la situación
que enfrentan los trabajadores de diversas empresas de au-
totransporte, suscrita por las senadoras Lorena Cuéllar Cis-
neros y Dolores Padierna Luna, del Grupo Parlamentario
del PRD

Las suscritas, senadoras Lorena Cuéllar Cisneros y Dolo-
res Padierna Luna, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática en el Senado de la
República en la LXII Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 78 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 58, 59, 176 y demás apli-
cables del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, someten
a consideración de esta Comisión Permanente la siguiente
proposición con punto de acuerdo de urgente y obvia reso-
lución con relación a la situación que enfrentan los trabaja-
dores de Tres Estrellas de Oro, al tenor de las siguientes

Consideraciones

I. La situación del trabajo en México

En los últimos treinta años, México ha vivido un proceso
de cambios profundos en materia laboral, que culminó con
la reforma que en la materia se aprobó en 2012. Con estos
cambios, pareciera que el papel del derecho del trabajo
como herramienta de justicia va cediendo terreno para con-
vertirse en una herramienta de la economía y organizadora
de las políticas públicas. Ahora el trabajador tiene que adap-
tarse a las necesidades de la empresa, cuando en la concep-
ción original, el sistema tendía a que las empresas se adap-
taran a las necesidades de los trabajadores. Actualmente,
entre el sacrificio de la empresa o del trabajado, se elige al
este último, porque hacerlo de otra manera, implica la des-
aparición de las fuentes de trabajo, es decir, la empresa. 

En el caso particular de América Latina, los procesos de
adecuación al marco jurídico laboral estuvieron caracteri-
zados por flexibilizar el ingreso y salida de los trabajado-
res en una empresa; redimensionar el concepto de derechos
adquiridos y el de la antigüedad; incluir leyes laborales re-
lacionadas con políticas de empleo y nuevos contratos de
trabajo, entre otros cambios. 

De acuerdo con el Centro de Reflexión y Acción Laboral
(Cereal), la reforma laboral aprobada en 2012, es una pro-

puesta “que lleva el signo de los negocios, de los empresa-
rios y que deja muy relegado el tema el tema de los dere-
chos laborales”1 toda vez que en un 20% contuvo temas in-
teresantes, en los temas de sindicatos, no discriminación y
protección al trabajo de menores y mujeres, aunque en un
80% ha sido regresiva, pues deterioró las condiciones la-
borales en lugar de mejorarlas.

Resulta claro dente que lo que está en juego es una deter-
minada concepción del derecho al trabajo como un conjun-
to de normas protectoras la parte más débil en una relación
laboral, es decir, el trabajador. A lo largo de la historia las
normas laborales se habían ido nutriendo y ampliando co-
mo una expresión de esa vocación humanística con que se
supone nacieron históricamente. No obstante, frente a esta
visión se presentó otra que considera que los valores a pro-
teger, si bien deben incluir a los trabajadores, es igualmen-
te importante proteger el empleo y las empresas como
fuentes creadoras de trabajo.2

Es así como se puede entender que la inacción del Estado
mexicano en diversos conflictos obrero-patronales, Mexi-
cana, el SME, la CNTE, Pasta de Conchos, las pensiones,
no sólo representa un descuido de la situación laboral en
México, sino una decisión del Estado para modificar sus
funciones con respecto a los trabajadores que derive en un
abandono del principio de protección al trabajador, encum-
brado por la Revolución Mexicana. 

II. El caso de Tres Estrellas de Oro

Los trabajadores de la empresa Tres Estrellas de Oro, S.A.,
otrora líder del sector de autotransporte, son un caso más
de los conflictos laborales condenados a la eternidad, sin
que exista un interés de las autoridades competentes por re-
solverlo pues favorece a los trabajadores.

De acuerdo con diversos medios, el conflicto laboral de es-
ta empresa se remonta al 21 de junio de 1995 cuando en el
inicio del crecimiento de las empresas de autotransporte en
el país, inició una huelga que se ha alargado hasta el mo-
mento a causa de un ajuste salarial que la empresa preten-
día aplicar (del 10 al 8.5% del ingreso por corrida) y que
los trabajadores no aceptaron. 

A pesar de esta negativa, la empresa informó el 2 de febre-
ro de 1996 que aceptaba el pliego petitorio de los deman-
dantes y que pretendían hacer efectivas las renuncias vo-
luntarias de 77% de los huelguistas sin pago de salarios
caídos ni una liquidación de por medio. Al resto de los tra-



bajadores les asignaron montos de los mil 500 a los 57 mil
pesos por concepto de salarios caídos totales. Con estas ac-
ciones, la Secretaría Auxiliar de Huelgas Estalladas dio por
terminado el movimiento y concediera un plazo de 24 horas
para la normalización de las labores. Lo anterior fue notifi-
cado al Secretario General del Sindicato, quien aceptó el
allanamiento de la empresa sin comunicarlo a los trabajado-
res.

De esta manera, el 18 de febrero de 1996 los representan-
tes legales de la empresa, acompañados de elementos de
seguridad privada, quitaron las banderas de huelga de las
instalaciones y expulsaron de manera violenta a los huel-
guistas. Sin embargo, el conflicto laboral continúa, pues un
gran número de trabajadores se han visto imposibilitados a
ejecutar los laudos dictados en su favor por el despido in-
justificado.

Según consta en algunos expedientes, los trabajadores han
solicitad en diversas ocasiones la ejecución del laudo, con
el embargo a los lugares en que la empresa realizaba sus
operaciones cotidianas. No obstante, al momento de acudir
con el actuario y el valuador para hacer efectivo el embar-
go, se han percatado de que el lugar en el que realizaban
sus actividades ha sido vendido, y en él se ha edificado un
conjunto habitacional. Lo anterior evita que se dé cumpli-
miento a las resoluciones jurisdiccionales.

A partir de la revisión del documento resulta que del terreno
total que se pretende sea rematado para liquidar las deudas
que se tienen con los trabajadores, sólo una pequeña parte
está inscrita en el Registro Público de la Propiedad a nombre
de la sociedad que fungía como patrón en la relación de tra-
bajo. Lo anterior, no ha permitido que se proceda al remate,
dejando en claro estado de indefensión a los trabajadores. 

Los trabajadores han señalado por su parte que los propie-
tarios de la inmobiliaria responsable de la unidad habita-
cional son los mismos de la empresa responsable del pago.
Asimismo, refiere presuntos actos de corrupción por parte
del notario ante el cual se realizaron los diversos actos ju-
rídicos vinculados con ese inmueble. 

No puede dejar de advertirse, que las empresas Autotrans-
portes Tres Estrellas de Oro, SA de CV, Corsarios del Ba-
jío, SA de CV, Servicios Integrales de Promoción Alfir, SA
de CV, Autobuses Interestatales, SA de CV, Autobuses Es-
trella Blanca, S.A. de C.V. apuestan por el paso del tiempo
y con ello a la prescripción de los derechos de los trabaja-
dores, tal y como se demuestra con el incidente propuesto

en el expediente 99/94, mismo que fue resuelto improce-
dente por el presidente de la Junta Especial Número Tres
Bis en septiembre de 2009. 

Finalmente, un aspecto no menos importante de este con-
flicto es la presencia de diversos factores políticos, como el
hecho de que familiares del ex presidente Vicente Fox fue-
ran altos directivos de Estrella Blanca y tuvieran estrechos
vínculos durante el primer sexenio panista. Asimismo, se
demostró que este grupo fue uno de los principales benefi-
ciarios con el IPAB con mil 489.42 millones de pesos. Con
todo esto queda claro que es indispensable 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito po-
ner a su consideración el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente al Titular del Ejecutivo Federal,
para que, a través de las Secretarías del Trabajo y Previsión
Social y de Comunicaciones y Transportes establezca una
mesa de trabajo entre los trabajadores que tienen laudos
por ejecutar derivados de litigios laborales con las empre-
sas Autotransportes Tres Estrellas de Oro, SA de CV, Cor-
sarios del Bajío, SA de CV, Servicios Integrales de Promo-
ción Alfir, SA de CV, Autobuses Interestatales, SA de CV,
Autobuses Estrella Blanca, SA de CV, y representantes de
la empresa, así como quienes funjan actualmente como sus
socios con el fin de que se logre el cumplimiento de las re-
soluciones definitivas en dicho conflicto. 

Notas:

1 Pereira, Darío, “Reforma laboral viola y relega derechos laborales:
Cereal”, en La Jornada Jalisco, 5 de septiembre de 2012,
http://www.lajornadajalisco.com.mx/2012/09/05/reforma-laboral-vio-
la-y-relega-derechos-laborales-cereal/, consultado el 12 de noviembre
de 2013.

2 Sánchez Castañeda, Alfredo. “La nueva legislación laboral mexica-
na”, en UNAM, Biblioteca Jurídica Virtual disponible en: http://bi-
blio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3224 consultado el 11 de
noviembre de 2013. 

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a los 18 dí-
as del mes de diciembre de 2013.— Senadora Lorena Cuéllar Cisneros
(rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. 
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CONSULTAR A LOS PUEBLOS 
INDIGENAS DE LA ENTIDAD SOBRE 

LOS MEGAPROYECTOS EOLICOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los gobiernos federal y de Baja California a consultar a los
pueblos indígenas de la entidad sobre los megaproyectos
eólicos, suscrita por el diputado Carlos de Jesús Alejandro,
del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado indígena Carlos de Jesús Alejandro,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, con fundamento en el artículo 78,
fracción III de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y el artículo 58 y 59 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta a esta Comisión Permanente
del Congreso de la Unión, la siguiente proposición con
punto de acuerdo con carácter de urgente y obvia resolu-
ción, al tenor de las siguientes

Consideraciones

México cuenta con uno de los potenciales más altos de ge-
neración de energía eólica a nivel mundial que permite vi-
sualizar al país como un importante productor de infraes-
tructura eólica con un crecimiento de mil 400 megawatts
(MW) al cierre de 2012, cantidad que equivale a la ener-
gía que requiere una ciudad como Puebla, previendo que
para 2020 alcance los 12 mil MW. De acuerdo con el Na-
tional Renewable Energy Laboratory de los Estados Uni-
dos de América, se estima que el potencial que tiene Mé-
xico en el caso de la energía eólica es superior a los 40
gigavatios (GW) –actualmente hay una capacidad instala-
da de 185 MW.

Otras organizaciones como el Instituto de Investigaciones
Eléctricas, Vestas, y el Centro Nacional de Energías Reno-
vables de España, afirman que México cuenta con un po-
tencial eólico superior a los 50 GW con factores de carga
superiores al 20 por ciento.

Particularmente la región del istmo de Tehuantepec pre-
senta velocidades de viento ideales para este tipo de gene-
ración con uno de los mayores potenciales de generación
de energía eólica en todo el mundo, calculado entre 5 mil y
7 mil MW de capacidad anual, suficiente como para abas-
tecer a 18 millones de habitantes del medio urbano. Tan só-
lo en la zona de La Ventosa, Oaxaca, se produce la misma

cantidad de energía eólica que en España, la cuarta nación
que más energía de este tipo genera en el mundo.

El Consejo Mundial para la Energía Eólica establecen que
para 2025 más de la tercera parte de la energía que se con-
suma en el planeta provendrá del viento, por lo que el go-
bierno mexicano ha comenzado un ambicioso programa
para construir plantas eólicas en dos principales zonas del
país: la costa noreste (en Tamaulipas) y el istmo de Te-
huantepec (en Oaxaca). Por otro lado, estados como Zaca-
tecas y Chihuahua, así como el litoral de la península de
Baja California, presentan condiciones favorables para
desarrollar el potencial que permitiría producir hasta 71 mil
megawatts de energía eólica.

México, país rico en petróleo, durante mucho tiempo, no
estaba muy convencido con el desarrollo de las energías re-
novables. Sin embargo, en los últimos años han sido varios
los grandes proyectos puestos en marcha, en parte gracias
a la promulgación de dos importantes leyes sobre eficien-
cia energética y energías renovables. De hecho, México
puede presumir ahora de haber puesto en marcha Eurus, el
mayor parque eólico de toda América Latina.

En este tenor y dadas las proyecciones de costos de la
energía eólica y de los Combined Cycle Gas Turbine
(CCGTS), se ha propuesto el desarrollo de un plan nacio-
nal que permita el aprovechamiento de 12 GW eólicos ha-
cia el año 2020, y se calcula que la inversión pública en
energía eólica para el periodo 2006-2015 en México será
de 791 millones de dólares.

Esta proyección de aprovechamiento de 12 GW eólicos im-
plicaría un impacto en el producto interno bruto de 167 mil
millones de pesos, lo que equivale al 1.1 por ciento del pro-
ducto interno bruto (PIB) del año 2011, con lo cual se ge-
nerarían alrededor de 48 mil empleos, de manera directa o
indirecta sobre prácticamente la totalidad de los sectores de
la economía mexicana. Beneficios que impactarán incluso
más allá de 2020, que se planteó como meta para la gene-
ración de los 12 GW eólicos, pues el impacto de dicho pro-
yecto se dará al corto, mediano y largo plazo.

En este tenor, la Comisión Federal de Electricidad (CFE)
tiene pendiente de licitar 1.5 GW eólicos en servicio públi-
co para los próximos 5 años:

• Sureste I y II; abril de 2013.



• Rumorosa I y II; junio de 2014.

• Sureste III; abril 2015.

• Rumorosa III; junio 2015.

• Sureste IV; abril de 2016.

La generación de energía eólica se presenta como una de
las mejores alternativas para reducir las emisiones de gases
de efecto invernadero que causan el cambio climático glo-
bal y reemplazar el uso de combustibles fósiles en la gene-
ración de energía eléctrica. Sin embargo, a pesar de que la
producción de energía eólica genera beneficios ambienta-
les, sociales, económicos y energéticos que no es posible
alcanzar con la producción de los combustibles fósiles, la
planeación y desarrollo de la misma es un asunto más com-
plejo, ya que involucra diversos factores desde impactos
ambientales leves hasta el conflicto por la propiedad de la
tierra donde se ubica el recursos eólico. El problema cen-
tral es que los estudios oficiales de impacto ambiental de
los parques eólicos elaborados para determinar su viabili-
dad ambiental, ignoran la complejidad, los riesgos y la in-
certidumbre cognitiva y ética que subyace en el reciente
uso de tecnologías eólicas. Por lo tanto, los beneficios rea-
les y potenciales de la producción de energía eólica en Mé-
xico podrían ser menores a los estimados.

En particular, en el país se encuentra subestimado el valor
de la tierra lo que trae consigo serios conflictos sociales en-
tre los poseedores de la tierra, pueblos y comunidades indí-
genas, y los gobiernos municipales, estatales y el federal, así
como con las empresas desarrolladoras de energía eólica.

Este es el caso del pueblo yumano de Baja California, es-
pecíficamente, del pueblo del ejido Tribu Quilihuas, ubica-
do en una zona rocosa y árida del valle de la Trinidad de
Ensenada, en las estribaciones norteñas de la sierra de San
Pedro Mártir, quien celebró el 29 de mayo de 1994, con la
empresa Fuerza Eólica, SA de CV, un contrato de promesa
de arrendamiento para la instalación y operación de aéreo-
generadores, para la construcción de un parque eólico. No
obstante dicha manifestación de voluntad, el pueblo se en-
cuentra confrontado ante la intención de unos cuantos por
la celebración de un convenio de transacción que modifica
la promesa de arrendamiento celebrada el 29 de mayo de
1994 y que pretende de despojarles de las 26 mil 910 hec-
táreas que consta su ejido para el desarrollo de tan sólo 30
MW con 8 aerogeneradores estableciendo una cláusula de
exclusividad sobre la totalidad de la tierra, el impedimento

de establecer actividades económicas si estorban al pro-
yecto eólico así como la negación de que el ejido sea un
asociado dentro del proyecto.

De acuerdo con el estudio de manifiesto de impacto am-
biental con fecha de resolución del 14 de julio de 2011 y
con clave 02BC2010E0010, el área autorizada equivale a
250 hectáreas de las cuales sólo 6.7 hectáreas podrán ser
utilizada para el desarrollo del proyecto (colocación de ae-
rogeneradores, cableados, caminos, etcétera.) donde tan
sólo 4 hectáreas se afectarán de forma permanente, lo que
representa menos del 1 por ciento del total del áreas reque-
rida y autorizada para desarrollar el proyecto, lo que hace
innecesario enajenar casi 27 mil hectáreas.

Por otro lado, el contrato también fija una remuneración
muy por debajo de lo que las normas internacionales esta-
blecen (entre 1 y 4 por ciento de las utilidades brutas anua-
les), no presenta la viabilidad financiera, ni los plazos en
los que debe elaborarse cada etapa del proyecto.

Estos actos no solo han provocado en los últimos meses di-
visiones en el ejido y confrontaciones entre los indígenas
Quilihuas por la falta de representatividad del pueblo en el
nuevo convenio en comento, sino que también van en con-
tra del Protocolo de Actuación de los Derechos de Perso-
nas, Comunidades y Pueblos Indígenas de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, que establece en el apartado 6
Participación, consulta y consentimiento frente a cual-
quier acción que los afecte, además de que los pueblos in-
dígenas deben ser consultados, proceso que no existió ni
existe en la comunidad, lo siguiente:

1. Que existen derechos derivados de la tenencia y usos
indígenas de la tierra, el territorio y los recursos natura-
les;

2. Que existe la obligación del estado de consultar (en
su idioma) a estos pueblos con relación a las actividades
que les afecten y las responsabilidades conexas de las
empresas, incluyendo entre otros temas: estudios de im-
pacto, distribución de beneficios y medidas de mitiga-
ción;

3. Que existe la obligación de no tomar medidas contra-
rias a lo expresado libremente por los pueblos.

Por otro lado, la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos establece que en lo que respecta a estudios pre-
vios de impacto social y ambiental:
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• 245. Un “estudio previo de impacto social y ambien-
tal” debe ser llevado a cabo por “entidades indepen-
dientes y técnicamente capaces, bajo la supervisión del
estado” en el contexto de los proyectos de desarrollo e
inversión y actividades extractivas en territorios indíge-
nas. Los estudios de impacto social y ambiental respon-
den a la finalidad última de “preservar, proteger y ga-
rantizar la relación especial” de los pueblos indígenas
con sus territorios y garantizar su subsistencia como
pueblos.

La energía basada en el viento es una opción para la lla-
mada transición energética que nos permitiría reducir nues-
tra dependencia a los combustibles fósiles como el petró-
leo, cada vez más escaso y caro. Sin embargo, se vuelve
inviable si el Estado mexicano es incapaz de garantizar la
cohesión y el pleno respeto a los derechos humanos de los
pueblos indígenas. Nunca debe disfrazarse la inversión con
el abuso a las comunidades y el Estado mexicano debe ve-
lar por los intereses de las mismas por encima de la de los
particulares.

Si las comunidades participan en proyectos para mitigar el
cambio climático se deben reconocer y respetar los dere-
chos contemplados en el Convenio 169 de la Organización
Internacional del Trabajo y en el artículo 26 de la Declara-
ción de la ONU sobre los derechos indígenas, en especial,
el derecho a las tierras, territorios y recursos que tradicio-
nalmente han poseído u ocupado, y el derecho a la consul-
ta de los pueblos indígenas, a fin de que las decisiones to-
madas por los pueblos represente de manera efectiva a las
mayorías, lo cual se alcanza en la medida que la participa-
ción sea bajo el principio de consentimiento, libre, previo
e informado para llegar a acuerdos.

Frente a estas situaciones el reto es fortalecer los instru-
mentos normativos existentes, en esta materia, y su debido
cumplimiento, a fin de salvaguardar los derechos humanos
de las personas, las comunidades y de los pueblos indíge-
nas. Lo que significa dar certeza jurídica a sus derechos hu-
manos y a la autonomía otorgada en la constitución para,
entre otros, preservar la integridad de sus tierras.

El punto de acuerdo propone que las autoridades garanti-
cen el derecho a la consulta de los pueblos indígenas bajo
la premisa del principio del consentimiento, libre, previo e
informado, en concomitancia con el derecho internacional,
a fin de salvaguardar sus tierras, sus fuentes de agua y las
actividades productivas como la agricultura y ganadería de

los pueblos indígenas; así como el cumplimiento de las exi-
gencias que establece la Suprema Corte de Justicia de Na-
ción (SCJN) respecto al desarrollo de proyectos en tierra
indígena.

El llamado que nos ocupa tiene como fin último evitar re-
acciones de desaprobación de parte de los pueblos indíge-
nas hacia los proyectos y acciones del estado que se asu-
man por decisiones unilaterales, con base en las cuales se
llegan incluso a implementar megaproyectos, pese a la vul-
neración del derecho humano de los pueblos indígenas a
ser consultados en los términos reconocidos por diversos
tratados internacionales.

El derecho humano de los pueblos indígenas a la consulta
con consentimiento libre, previo e informado está garanti-
zado en diversos instrumentos internacionales, tales como
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos
de los Pueblos Indígenas y en el Convenio 169 de la Orga-
nización Internacional del Trabajo. De ahí que en consis-
tencia con lo dispuesto en el artículo 1o. constitucional, los
tres órdenes de gobierno tienen a su cargo la obligación de
interpretar este derecho humano de la consulta a los pue-
blos indígenas, de conformidad con la Constitución y con
los tratados internacionales en comento favoreciendo en
todo tiempo la protección más amplia de los pueblos indí-
genas.

Es por ello que vemos la urgente necesidad de fortalecer y
salvaguardar las disposiciones de nuestro ordenamiento su-
premo, a fin de dar certeza jurídica al derecho a la consul-
ta bajo el principio de consentimiento, libre, previo e in-
formado de los pueblos y comunidades indígenas, como un
medio para garantizar el ejercicio de la autonomía consa-
grada en dicho apartado. Derecho que no sólo es una obli-
gación adquirida en el marco jurídico internacional sino
que se ha instaurado como un mecanismo cada vez más re-
comendado como estándar de desarrollo mínimo que ayu-
da a armonizar la relación entre estado, inversionistas na-
cionales o internacionales y los pueblos indígenas.

Por todo lo expuesto y fundado someto a la consideración
de esta soberanía, con el carácter de urgente y obvia reso-
lución, la siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal, a tra-



vés de la Secretaría de Energía, y a la Comisión Regulado-
ra de Energía, para que dentro de las atribuciones estable-
cidas en la Ley para el Aprovechamiento de Energías Re-
novables y el Financiamiento de la Transición Energética
dé certeza jurídica al derecho humano de consulta del pue-
blo Quilihua de Baja California, bajo el principio de consen-
timiento, libre, previo e informado de los pueblos y comuni-
dades indígenas establecido en el principio pro-persona y de
convencionalidad establecido en el artículo 1o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Comisión para el Diá-
logo con los Pueblos Indígenas de la Secretaría de Gober-
nación, para que coordine conjuntamente con la Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas el di-
seño e implementación de la consulta al pueblo Quilihua de
Baja California sobre los proyectos de inversión de energía
eólica en sus tierras, de acuerdo con lo estipulado en los
tratados y convenios internacionales que México ha firma-
do, con base en los cuales la inclusión de los habitantes de
las comunidades en las decisiones de gobierno es funda-
mental para el diseño y aplicación de políticas públicas.

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al gobierno de Baja Cali-
fornia para que colabore y otorgue las facilidades necesa-
rias en la implementación de la consulta al pueblo Quilihua
sobre los proyectos eólicos que se piensen implementar en
tierras de éste.

Cuarto. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Junta de Coordinación
Política de la Cámara de Diputados a crear una comisión
especial que cuente con suficiencia presupuestal, humana y
material que permita el seguimiento al diseño, implemen-
tación y ejecución de la consulta en pueblos y comunida-
des indígenas en salvaguarda a sus derechos humanos con-
sagrados en la legislación nacional y en los tratados
internacionales suscritos por nuestro estado.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2013.— Dipu-
tado Carlos de Jesús Alejandro (rúbrica).»

Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo. 

2014 COMO AÑO DE PROTECCION 
DE LOS DATOS PERSONALES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial que declaren
2014 como Año de Protección de los Datos Personales,
suscrita por las senadoras Lorena Cuéllar Cisneros y Dolo-
res Padierna Luna, del Grupo Parlamentario del PRD

Las suscritas, senadoras Lorena Cuéllar Cisneros y Dolo-
res Padierna Luna, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática en el Senado de la
República en la LXII Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 78 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 58, 59, 176 y demás apli-
cables del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, someten
a consideración de esta Comisión Permanente la siguiente
proposición con punto de acuerdo de urgente y obvia reso-
lución, por el que se solicita a los Poderes Ejecutivo, Le-
gislativo y Judicial que declaren 2014 como “2014, año de
protección de los datos personales”, y se instruya a la ad-
ministración pública a que se tomen las medidas para su di-
fusión, al tenor de los siguientes

Antecedentes

La protección de datos personales es un derecho funda-
mental, consagrado en el artículo 16 de nuestra Constitu-
ción. Sin embargo, la protección de los datos personales y
el uso de los denominados derechos “ARCO” (Acceso,
Rectificación, Cancelación u Oposición) de nuestros datos
personales, aún no se ha convertido en una cultura. 

En el entorno digital, los datos personales tienen un valor
económico, se convierten en la moneda de cambio, son uti-
lizados para realizar grandes transacciones comerciales y
nos permiten acceder a distintos servicios. Aun así, este en-
torno reclama protección de nuestros datos personales. 

En Europa, los datos personales están claramente identifi-
cados con su valor económico, sin embargo su protección
es un mecanismo que permite proteger a las personas en
contra de ataques a su privacidad, intimidad, honor, digni-
dad y por tanto a sus derechos fundamentales. 

Las sociedades en donde se ha sufrido la represión de dic-
taduras políticas, como Chile, Argentina o Uruguay, los da-
tos personales son altamente protegidos. Sin embargo en
nuestra sociedad prácticamente los regalamos.
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En ocasiones, la indistinción entre lo público y lo privado,
y a veces sus limitaciones, propicia la generación de crisis
en el espacio público. 

Los datos son la información que identifica y hace identi-
ficable a las personas; son su huella digital, su rostro, su
iris, su nombre, su dirección, su correo electrónico, su fir-
ma; además su expediente clínico, su estado de salud, su
preferencia ideológica, orientación e identidad sexuales, se
convierten en datos personales sensibles que requieren una
protección mayor. Proteger los datos personales no es pro-
teger al dato en sí mismo, sino proteger a las personas en
su ámbito privado.

En tal contexto se han buscado mecanismos formales, jurí-
dicos y legislativos para proteger los datos personales,
principalmente para hacer una distinción entre conceptos
como la honra, el honor o la honorabilidad y la protección
de datos personales, lo que ha generado un proceso de mo-
dificación en casi todos los códigos civiles del país, para
transitar hacia la protección de los datos personales, con el
fin de resguardar éstos del tráfico y su posible uso indebi-
do y salvaguardar por tanto la integridad de la persona.

En México, la protección de datos personales es un tema
incipiente, no hay una cultura de la protección de los datos
personales. El tema se discutió por primera vez con la Re-
forma Constitucional de 2002 sobre el reconocimiento del
derecho de acceso a la información pública establecido en
el artículo 6o. Constitucional.

En la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental, se incorporó la concepción
de los datos personales que detentan las distintas instancias
de gobierno como información confidencial, estableciendo
una especie de tensión entre máxima publicidad de la in-
formación y máxima protección de los datos personales.
Una especie de consecuencia de esta tensión, fu la réplica
en las distintas Leyes de los Estados de  la República y el
Distrito Federal. 

La heterogeneidad existente en las leyes de transparencia y
acceso a la información dio lugar a una nueva Reforma
Constitucional en 2007, donde se incorporó la obligación
de proteger los datos personales en los términos y con las
excepciones que se fijan en la fracción II; así como el de-
recho de los particulares a solicitar el acceso y la rectifica-
ción de sus datos personales.

En 2009 se facultó al Congreso de la Unión para legislar en
materia de protección de datos personales en posesión de
particulares, dando lugar a una nueva reforma en la que se
incorporó la fracción XXIX-O al artículo 73 de la Consti-
tución, y a la creación de la Ley Federal de Protección de
Datos Personales en Posesión de los Particulares.

En este contexto también se reformó el Artículo 16 consti-
tucional, donde se reconoció el derecho a la protección de
datos personales, así como los derechos de acceso, rectifi-
cación, cancelación y oposición de los mismos.

A diez años del inicio de la protección de datos personales,
menos de la mitad de los Estado de la República cuentan
con leyes publicadas en la materia. Sólo en los Estados de
Campeche, Chihuahua, Colima, Estado de México, Guana-
juato, Oaxaca, Puebla, Tlaxcala, Veracruz, Distrito Federal
y Durango, se cuenta con un ordenamiento en la materia. 

En esta perspectiva, es posible apreciar que este tema ha si-
do ignorado y hasta hace muy poco tiempo, este Derecho
fundamental se ha puesto en la agenda pública. 

La importancia de la protección a los datos personales re-
side en la cantidad de éstos que diariamente proporciona-
mos de manera voluntaria, involuntaria o por desconoci-
miento, ya sea para la obtención de bienes o servicios
públicos o privados, sin reparar que nuestros datos pueden
ser utilizados para fines distintos para los que fueron cedi-
dos o recabados; de la misma manera, el complejo entra-
mado de relaciones sociales y los avances tecnológicos dan
lugar al uso indiscriminado de información personal en
plataformas tecnológicas, lo que vulnera la vida íntima y
privada de las personas, además de poner en peligro, en
ciertos casos, la integridad física y emocional.

Para dimensionar el tema sólo basta reconocer que Face-
book cotiza en la bolsa de valores por casi un billón de da-
tos personales; que los empleadores actualmente visitan los
perfiles digitales de quienes solicitan trabajo para dárselos
o no.

La reciente reforma en materia de Transparencia a diversos
Artículos Constitucionales implican la construcción de un
Sistema Nacional de Transparencia y Protección de Datos
Personales, que entre otras cosas implican: proponer, dis-
cutir y aprobar tres Leyes Generales en materia de Acceso
a la Información, Archivos y Protección de Datos Persona-
les.



Sin duda uno de los temas torales será el diseño institucio-
nal del órgano o instancia que se encargue de proteger los
datos personales en posesión de privados. Actualmente al-
rededor de 7 millones de establecimientos tratan datos per-
sonales, además de las múltiples dependencias que los re-
caban. 

Consideraciones

Primera. La protección de datos personales al ser un de-
recho fundamental independiente del derecho de acceso a
la información, con características propias hace necesaria
la emisión de leyes especiales en la materia en todos los
Estados de la Federación, por lo que resulta indispensable
la difusión del primero.

Segunda. El alcance de la protección de los datos persona-
les, no puede ni debe restringirse a la información personal
contenida en medios electrónicos, sistemas de datos perso-
nales, bases de datos o bancos de datos, considerando que
en los órganos de gobierno existen archivos físicos no sis-
tematizados, por lo que la protección y el ejercicio de de-
rechos ARCO se debe extender a los datos personales que
se encuentren en sus archivos y documentos.

Tercera. Para hacer expedito el derecho se debe fortalecer
a través de procedimientos sencillos y expeditos para que
los titulares de los datos personales puedan ejercer sus de-
rechos ARCO, cuyos requisitos deben ser comunes en la
federación, los Estados y en el Distrito Federal.

Cuarta. Es pertinente replantear el alcance del derecho
fundamental a la protección de datos personales, en virtud
de que hoy en día debemos entender que el bien jurídica-
mente protegido no es simplemente el dato personal, sino
la protección de la persona en sí misma.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a la
consideración esta Honorable Soberanía la siguiente pro-
puesta con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a los Poderes Ejecuti-
vo, Legislativo y Judicial para que en el ámbito de sus atri-
buciones declaren el “2014, Año de Protección de los Da-
tos Personales”, y se instruya a la administración pública a
que se tomen las medidas para su difusión. 

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a los 13 dí-
as del mes de diciembre del año 2013.— Senadora Lorena Cuéllar Cis-
neros (rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo. 

OFICINAS DE ATENCION DE LOS PUEBLOS 
INDIGENAS EN LAS CIUDADES DE LOS ESTADOS

FRONTERIZOS DEL NORTE DEL PAIS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la CDI a situar oficinas de atención de los pueblos indíge-
nas en las ciudades de los estados fronterizos del norte del
país, suscrita por el diputado Carlos de Jesús Alejandro, del
Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado indígena Carlos de Jesús Alejandro,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, con fundamento en los artículos 78,
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 58 y 59 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presenta a la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión proposición con puntos de acuerdo, con
carácter de urgente y obvia resolución, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

La frontera del país tiene una extensión de más de 2 mil ki-
lómetros; es conocida como la puerta de Latinoamérica, en
donde se conjunta un mosaico de diversidad cultural, social
y económica, se observa gran migración de los pueblos y
comunidades indígenas a la frontera de nuestro país.

De acuerdo con Laura Velasco,1 los pueblos indígenas fue-
ron trasladados desde sus lugares de origen hacia la fronte-
ra norte desde la época de los cincuenta, sobre todo, los
trasladaban a los plantíos agrícolas de Baja California, So-
nora o Chihuahua, pasando por Sinaloa.

La característica principal de estos migrantes es que son
originarios de pueblos indígenas de Oaxaca, Guerrero,
Chiapas y Michoacán. Existen algunas características de
los migrantes indígenas que se dirigen a la frontera norte,
una de ella es la implementación de un sistema de recluta-
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miento de los empresarios indígenas al contar con media-
dores indígenas que acuden a las comunidades indígenas a
reclutar a trabajadores y trasladarlos a los campamentos
agrícolas, situación que se sigue realizando.

Asimismo, otro indicador que identifica a estos migrantes
indígenas es que son bilingües de alguna lengua indígena y
el español, en donde el dominio del español es muy limita-
do, por lo que depende de un tercero para arreglar su situa-
ción contractual.

De acuerdo con distintas investigaciones,2 las principales
ciudades fronterizas que han detonado su crecimiento de-
mográfico y económico son Tijuana, Mexicali y Ciudad
Juárez, ciudades donde se concentra la migración y resi-
dencia de los pueblos indígenas del sur del país.

Desde la óptica de la migración transfronteriza se observan
nuevas formas de convivencia social, las cuales redefinen
las interrelaciones de la población mexicana y de origen
mexicano, en la frontera (México-EU).

Las ciudades fronterizas forman nuevos referentes de iden-
tificación, donde la nación simbolizada adquiere otras for-
mas de expresión. También se fortalecen las redes sociales
y las comunidades transnacionales.3 Del mismo modo, se
desarrollan los campos socioculturales transfronterizos y
crecen intensos procesos de circulación cultural.

La teoría del melting pot que tenían los investigadores so-
bre los pueblos que migran a otras ciudades o países, su-
fren de un proceso de adaptación o asimilación paulatina
que iría debilitando los vínculos prácticos y simbólicos de
los migrantes con los lugares de origen, entró en crisis du-
rante la década de los sesenta. Es así que surge la noción de
la vinculación con el lugar de origen a través de las prácti-
cas, ritos y costumbres, tuvieron gran relevancia incluso
ahora son parte de las herramientas conceptuales de la teo-
ría del transnacionalismo y de las ciudades transfronteri-
zas.

Esta perspectiva tiene muchas vertientes y enfoques que se
han enunciado durante las tres últimas décadas. Las inves-
tigaciones y los estudios han mostrado una gran diversidad
sobre el tema, diferenciando y caracterizando en diferentes
niveles de acuerdo a la estrategia analítica de investigación
y a la actividad. Se incluye desde una visión que envuelve
a los flujos de capital global, medios de comunicación e
instituciones políticas, así como, la perspectiva de la vin-
culación de los migrantes con sus lugares de origen, pa-

sando por el tema de la reciprocidad dentro de las familias;
es decir, grupos de parentesco transnacionales o la visión
de comunidades transnacionales caracterizadas por senti-
mientos de solidaridad en diásporas étnicas. De la misma
forma se han analizado la participación política, circuitos
migratorios, migrantes indocumentados, remesas, trabaja-
dores calificados y no calificados, entre muchos otros te-
mas.4

Los pueblos indígenas en las fronteras redefinen sus prác-
ticas, sin romper sus vínculos con su lugar de origen. Las
comunidades transfronterizas tienen un enfoque de prácti-
cas5 y vínculos que involucran la recreación de un senti-
miento que se basa en la comunidad, el cual, comprende a
migrantes y a la gente del lugar de origen; comprende la
aparición de prácticas6 de sociabilidad, ayuda mutua y ri-
tuales arraigados en la comprensión cultural que corres-
ponde al sentido de pertenencia y obligaciones sociales de
los inmigrantes. Estas prácticas constituyen la columna
vertebral de las comunidades emergentes sin propincuidad.

Aunado al tema sociocultural, es importante mencionar
que en la parte económica los migrantes indígenas trans-
fronterizos tienen una tradición que deviene desde el pro-
grama de Braceros, del auge algodonero en los estados
fronterizos Baja California, Chihuahua y Tamaulipas. La
vecindad con Estados Unidos generó centros urbanos con
actividades económicas dinámicas, tanto en su crecimiento
como en su demanda laboral y entre las que destacan la de
los servicios, particularmente aquellos que tienen como
destinatarios a la población estadounidense que visitan re-
currentemente las ciudades fronterizas, y las maquiladoras.

Ejemplo de ello es Tijuana, Baja California, con base en el
censo del Inegi (2010), los indicadores socioeconómicos
de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos
Indígenas, CDI, y del estudio Condiciones sociodemográ-
ficas de la población indígena en Tijuana, realizado por El
Colegio de la Frontera Norte, se menciona que en esa ciu-
dad residen 52 pueblos indígenas tales como: mixtecos, za-
potecos, triquis, purépechas, otomís, y nahuas que se asien-
tan en 45 colonias Tijuana, de las cuales 34 son de alta
marginación como la colonia Las Torres, 10 de Mayo, Va-
lle Verde, El Pípila, zona oeste de El Florido, Matamoros,
Sánchez Taboada, Loma Bonita, Oaxaca y El Pedregal.

Estos indígenas asentados en Tijuana no tienen acceso a las
políticas públicas de la CDI. Por ello es necesario redoblar
esfuerzos en esta materia. Son asentamientos con poca o
nula infraestructura básica, no cuentan con pavimentación,



alumbrado público, obra pluvial, muros de contención, dre-
naje, agua potable y electrificación.

Por lo que toca a sus condiciones de vida, son víctimas de
omisión en el proceso de desarrollo social, de discrimina-
ción, exclusión y de violación a sus derechos individuales
y colectivos como son programas de regularización de te-
rrenos, vivienda, salud, acceso a la educación, empleo,
apoyo al desarrollo de sus actividades como artesanos,
práctica de sus manifestaciones culturales propias, identi-
dad jurídica, intérpretes y traductores en los juicios y pro-
cedimientos jurisdiccionales en general, por lo que se re-
quiere de la atención de la CDI y de la implantación de
políticas públicas para la atención de los indígenas, bajo un
enfoque intercultural, en materia de servicios públicos bá-
sicos, respeto a sus actividades artesanales y comerciales,
integración al desarrollo regional, regularización de las co-
lonias y terrenos. En síntesis, la CDI debe de garantizar
desde el ejercicio público el pleno respeto a los derechos
humanos de los pueblos indígenas como lo establecen los
marcos jurídicos nacionales e internacionales, para lo cual
se requiere de una oficina de atención a los pueblos indí-
genas en las ciudades fronterizas, como ejemplifica Tijua-
na, ya que una de cada tres personas es indígena.

El artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en el Apartado B señala que la federa-
ción, los estados y los municipios establecerán las institu-
ciones y determinarán las políticas necesarias para garanti-
zar la vigencia de los derechos de los indígenas y el
desarrollo integral de sus pueblos y comunidades.

La Ley de Creación de la Comisión Nacional para el Desa-
rrollo de los Pueblos Indígenas, establece en el artículo 2o.
que la comisión tiene “como objeto orientar, coordinar,
promover, apoyar, fomentar, dar seguimiento y evaluar los
programas, proyectos, estrategias y acciones públicas para
el desarrollo integral y sustentable de los pueblos y comu-
nidades indígenas de conformidad con el artículo 2o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.

Asimismo, en el artículo 25 del Estatuto Orgánico de la
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas se establece que las delegaciones tiene la obliga-
ción de

• Promover y fortalecer acciones de coordinación con
las autoridades federales, estatales y municipales en la
entidad, para la gestión y atención de los asuntos rela-

cionados con el desarrollo integral de los pueblos y co-
munidades indígenas.

• Promover y apoyar los procesos de reconstitución de
los pueblos y comunidades indígenas, así como la vi-
gencia de sus derechos.

• Apoyar los procesos de consulta, promoviendo la par-
ticipación de las comunidades y organizaciones indíge-
nas en las instancias de coordinación y concertación, pa-
ra contribuir con la formulación, ejecución y evaluación
de los planes y programas de desarrollo.

• Coordinar y supervisar a las unidades administrativas
de su competencia, respecto de la operación, ejecución
y aplicación de los programas, proyectos y acciones a
cargo de la comisión, entre otras.

El artículo 17 Bis de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal establece:

Las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, conforme a lo previsto en los reglamentos
interiores o sus ordenamientos legales de creación, res-
pectivamente, podrán contar con delegaciones en las en-
tidades federativas o, en su caso, en regiones geográfi-
cas que abarquen más de una entidad federativa,
siempre y cuando sea indispensable para prestar servi-
cios o realizar trámites en cumplimiento de los progra-
mas a su cargo y cuenten con recursos aprobados para
dichos fines en sus respectivos Presupuestos…

Por todo lo expuesto y fundado se somete a consideración
de esta soberanía, con carácter de urgente y obvia resolu-
ción, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal, a tra-
vés de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pue-
blos Indígenas, para ubicar oficinas de atención a los pue-
blos indígenas en las ciudades de los estados fronterizos
del norte del país que cuenten con suficiencia presupuestal,
recursos humanos y materiales.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Nacional
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas a realizar un re-
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gistro de la población indígena en las ciudades fronterizas
del norte del país.

Notas:

1 Velasco Ortiz, Laura. El regreso de la comunidad: migración indíge-
na y agentes étnicos. Los mixtecos en la frontera México-Estados Uni-
dos, El Colegio de México-El Colegio de la Frontera Norte, 2002.

2 Anguiano Téllez, María Eugenia. “Migración a la frontera norte de
México y su relación con el trabajo regional”, editado por la UAEM,
Papeles de población 4, número 17 (julio-septiembre 1998): 63-79;
Besserer, Federico. “Sentimientos (in)apropiados de las mujeres mi-
grantes”, en Migración y relaciones de género en México, Dalia Ba-
rrera Bassols y Cristina Ochmichen Bazán (editoras), UNAM-Instituto
de Investigaciones Antropológicas-Grupo Interdisciplinario sobre Mu-
jer, Trabajo y Pobreza, 2000; Bustamante, Jorge. “Etnicidad en la fron-
tera México-Estados Unidos: una línea hecha de paradojas”, en Refle-

xiones sobre la identidad de los pueblos, Ramón Ruiz y Teresa Ruiz
(coordinadores), El Colegio de la Frontera Norte, 1996; Clifford, Ja-
mes. “Diásporas”, en The ethnicity reader: nationalism, multicultura-

lism and migration, Montserrat Guibernau y John Rex (editores), Po-
lity Press, Cambridge, 1997; Cohen, Abner. “The lesson of ethnicity”,
en Theories of ethnicity: a classical reader, Werner Sollors, New York
University, New York, 1996; Fox, Jonathan, y Gaspar Rivera-Salgado
(coordinadores). Indígenas mexicanos migrantes en los Estados Uni-

dos, Cámara de Diputados, LIX Legislatura-Universidad de California,
Santa Cruz-Universidad Autónoma de Zacatecas-Porrúa, 2004; y Gar-
duño, Everardo. “Antropología de la frontera, la migración y los pro-
cesos transnacionales”, en Frontera Norte, 30, volumen 15, 2003, en-
tre otros.

3 De acuerdo con Garduño (2003: 75), la comunidad transnacional se
refiere “a la forma en que los sujetos sociales llevan a cabo la recons-
trucción simbólica de sus comunidades por encima de las fronteras in-
ternacionales, manteniendo sus lazos y relaciones con amigos y pa-
rientes que residen en el lugar de origen y participando en los asuntos
familiares y comunitarios como si se encontraran en casa”. Cabría aña-
dir que, coincidiendo con Velasco (2002: 33-34), es un espacio social
sensible a la tecnología, al capital y a las políticas de control estatal. Es
un “espacio no homogéneo ni autónomo, donde se observa una dife-
renciación de ámbitos de construcción de lo transnacional así como
una diferenciación de agentes que participan en la construcción de tal
espacio.

4 Véase el artículo de Vertovec (2003) quien realiza una revisión sobre
el tema del transnacionalismo en los últimos 20 años del siglo anterior.
Morawska (2003) revisa las estrategias analíticas de la investigación
en el transnacionalismo y la inmigración en los antropólogos, sociólo-

gos, politólogos e historiadores. Asimismo, observé en Guarnizo
(2003) la perspectiva de los estudios transnacionales y su propuesta de
Transnational Living para analizar las relaciones entre movilidad labo-
ral y movilidad de capital. Además, presenta una tipología de las acti-
vidades económicas transnacionales en tres niveles de intercambio:
norte-sur, sur-norte y norte-norte. Estos vínculos que mantienen los mi-
grantes los confronta con las siguientes categorías: racionalidad, tipo
de intercambio, agentes, beneficiarios, beneficios e indicadores de ni-
vel micro y macro.

5 El factor de la durabilidad de las prácticas transnacionales, nos dice
Smith, depende de varios factores como la tecnología y los Estados na-
ción. El primer factor permite que los inmigrantes ocupen simultánea-
mente posiciones sociales importantes en sus comunidades de origen y
en sus países receptores, y al posibilitarles que sus hijos participen
también en formas significativas en estos dos escenarios sociales. El
segundo punto se refiere a la reacción del estado originario y receptor
hacia los migrantes y su organización para fomentar, suprimir u orga-
nizar de alguna u otra forma las actividades transnacionales (1999;
2003).

6 Guarnizo (1997, citado por Vertovec, 2003) propone un habitus
transnacional, entendiéndolo como un sistema particular de disposicio-
nes dualistas que inclina a los migrantes a actuar y reactuar en situa-
ciones específicas en una manera que pueda ser calculada y que no es
una asunto de aceptación consciente de un comportamiento específico
o de reglas socioculturales. Este concepto incorpora la posición social
del migrante y el contexto en el cual ocurre la transmigración. Además,
éste considera semejante a los migrantes de una misma agrupación so-
cial (clase, género, generación) y a la generación de prácticas transna-
cionales ajustadas a las situaciones específicas. Este es un tipo de ha-
bitus de orientación dual que se construye y reproduce por migrantes
que pueden tener un fuerte efecto tanto en la comunidad de origen co-
mo en el país receptor.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión,
a 18 de diciembre de 2013.— Diputado Carlos de Jesús Alejandro (rú-
brica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo. 



VIOLACION DE LOS DERECHOS 
HUMANOS DE LOS HABITANTES DE ATEMPA, 

EN CALNALI, HIDALGO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la CNDH a investigar la presunta violación de los derechos
humanos de los habitantes de Atempa, en Calnali, Hidalgo,
suscrita por el senador Isidro Pedraza Chávez, del Grupo
Parlamentario del PRD

El suscrito, Isidro Pedraza Chávez, senador de la república
en la LXII Legislatura e integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática, en ejercicio
de las facultades que confieren los artículos 78 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en los
artículos 58, 176 y demás aplicables del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someto a la consideración de esta asamblea,
la siguiente proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la CNDH a iniciar una investigación por presun-
ta violación a los derechos humanos de los habitantes de
Atempa, municipio de Calnali, Hidalgo, al tenor de las si-
guientes 

Consideraciones

En el mes de abril de 2012, en la localidad de Atempa, mu-
nicipio de Calnali, Hidalgo, se afectó a un grupo importan-
te de población mediante el cese del abastecimiento de
agua, violentando el derecho humano de toda persona al
acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo
personal y doméstico en forma suficiente, salubre, acepta-
ble y asequible, consagrado en el artículo cuarto de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
Tratados Internacionales en la materia. 

Es preciso señalar que la localidad en comento tiene una
composición mayoritariamente indígena y las personas que
radican en la región, son personas adultas mayores. 

Asimismo, el  cese del abastecimiento del agua deviene de
un conflicto acerca de la legitimidad del representante de la
comunidad indígena, misma persona que estaría facultada
para realizar la recaudación de los pagos por el suministro
del agua, sin embargo el representante en cuestión no es re-
conocido por la totalidad de la población y por tanto, se ar-
gumenta que su elección no se apega a los usos y costum-
bres de la comunidad. 

Es importante recordar “el derecho de los pueblos indíge-
nas a la libre determinación, misma que se ejercerá en un
marco constitucional de autonomía que asegure la unidad
nacional”.

Así, después de registrarse diversos enfrentamientos entre
los afectados, los habitantes de la comunidad de Atempa
interpusieron una queja ante la Comisión de Derecho Hu-
manos de Hidalgo, con el expediente CDHEH-ZA021613
la cual emitió medidas precautorias, acerca del conflicto
social que podría surgir al no encontrarse los acuerdos ne-
cesarios para garantizar el suministro del agua.

Por parte de la Comisión de Derechos Humanos del Esta-
do de Hidalgo se llevaron a cabo las investigaciones nece-
sarias, reportando los informes rendidos por Diego Her-
nández Santiago, Delegado de la Comunidad de Atempa,
Rodrigo Rodríguez Cisneros, Presidente Municipal Consti-
tucional y Ulises Samaniego Vite, Secretario General Mu-
nicipal, Calnali, Hidalgo, en carácter de autoridades invo-
lucradas.

Sin embargo los resultados fueron muy poco satisfactorios
y no tendieron a buscar una solución al conflicto. La pro-
blemática no es menor, el impacto que se genera en esta lo-
calidad ante la falta del suministro de agua es devastador, e
inclusive podría desencadenar un conflicto violento entre
los integrantes de la comunidad y autoridades.

El libre acceso al agua es fundamental para el desarrollo
pleno de las comunidades indígenas, es vital para la exis-
tencia, bienestar y progreso de las personas. Por ello, la fal-
ta del suministro del agua resulta una violación a los dere-
chos humanos y derechos de los pueblos y comunidades
indígenas, en el caso particular. 

Finalmente es necesario destacar la urgencia con la que de-
be ser atendida esta problemática social, dado la compleji-
dad de la misma y el respeto por la autonomía y libre de-
terminación de la comunidad indígena. 

Las autoridades correspondientes, en este caso Comisión
Nacional de Derecho Humanos junto a su similar estatal
deberán redoblar esfuerzos y coordinarse adecuadamente
para deslindar responsabilidades, a fin de emitir las obser-
vaciones y recomendaciones adecuadas al problema, y en
su caso encontrar una solución al conflicto. 
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No debemos olvidar que los conflictos sociales pueden re-
percutir severamente en el Estado de Derecho, violentando
consiguientemente el derecho de terceros, y principalmen-
te violentando los Derechos Humanos. 

La comunidad internacional se ha pronunciado a favor del
libre acceso al agua. Por la importancia de la misma, a tra-
vés de distintos organismos ha congratulado la implemen-
tación de Tratados internacionales con nuestra nación a fin
de darles clara ejecución de los mismos. 

Al respecto cabe señalar que la Declaración Universal de
los Derechos Humanos en su Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, aprobada el 10 de diciembre de 1948 en su
Artículo 25 señala que:

“Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecua-
do que le asegure, así como a su familia, la salud y el
bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vi-
vienda, la asistencia médica y los servicios sociales ne-
cesarios”.

Entendiéndose el acceso al agua un recurso primordial pa-
ra el aseguramiento de salud, bienestar y servicios sociales
para el desarrollo humanitario.

Asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales en el artículo 1, establece:

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determi-
nación. En virtud de este  derecho establecen libremen-
te su condición política y proveen asimismo a su desa-
rrollo económico, social y cultural. 

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden
disponer libremente de sus  riquezas y recursos natura-
les, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la
cooperación económica internacional basada en el prin-
cipio de beneficio recíproco, así como del derecho in-
ternacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo
de sus propios medios de subsistencia. 

3. Los Estados parte en el presente pacto, incluso los
que tienen la responsabilidad de administrar territorios
no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán
el ejercicio del derecho de libre determinación, y respe-
tarán este derecho de conformidad con las disposiciones
de la Carta de las Naciones Unidas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Comisión Nacional de Derechos
Humanos a iniciar una investigación por la presunta  viola-
ción de Derechos Humanos en la comunidad indígena de
Atempa, en el municipio de Calnali del Estado de Hidalgo,
y en su caso emitir las recomendaciones pertinentes a fin
de establecer los mecanismos adecuados para la salvaguar-
da de sus derechos humanos.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 18 de diciembre de
2013.— Senador Isidro Pedraza Chávez (rúbrica).»

Se turna a la Primera Comisión de Trabajo.
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